
 

 
 
 
 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2013-00652-00  

DEMANDANTE: SANDRA MILENA BARRAGÁN CASTRO 

DEMANDADO: CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL - 
CASUR 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
1. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

 
Ante la imposibilidad de realizar la notificación personal de la señora MARÍA DEL 

CARMEN BOHÓRQUEZ DE BARRAGÁN, identificada con la cédula de 

ciudadanía No. 20.468.284 de Chía, quien en la Audiencia de Alegaciones y 

Juzgamiento celebrada el 24 de mayo de 20171, fue vinculada al presente proceso 

como litisconsorcio necesario, toda vez que “en sentencia del pasado 9 de mayo 

de 2014, el Juzgado Tercero Administrativo de Descongestión del Circuito de 

Cúcuta dispuso tener a las precitadas como beneficiarias de la sustitución de la 

asignación de retiro del señor Heliodoro Molina Barragán y por ende podría tener 

interés en las resultas del proceso”. 

 

Lo anterior, por cuanto se tiene que luego de enviados los oficios de citación para 

la notificación personal (i) No. 1092 del 04 de julio de 2017, fue devuelto por la 

oficina de correo con la observación “cerrado” y (ii) No. 1329 del 31 de agosto de 

2017, por tal motivo, procederá el Despacho a ORDENAR su emplazamiento.  

 
2. CONSIDERACIONES. 

 
En los casos en los que el demandado no pueda ser notificado de manera 

personal, se debe proceder a su emplazamiento atendiendo lo establecido en el 

artículo 10 del Decreto 806 de 2020, para ello, la misma normativa determina 

como se debe proceder, así: 

 
“ARTÍCULO  10. Emplazamiento para notificación personal. Los emplazamientos 
que deban realizarse en aplicación del artículo 108 del Código General del 
Proceso se harán únicamente en el registro nacional de personas emplazadas, 
sin necesidad de publicación en un medio escrito”. 

 
Conforme la norma en cita, el Despacho ordenará el emplazamiento de la señora 

MARÍA DEL CARMEN BOHÓRQUEZ DE BARRAGÁN, identificada con la cédula 

de ciudadanía No. 20.468.284 de Chía, a efectos de que comparezca a notificarse 

de manera personal del Auto de fecha 08 de julio de 20142, por medio del cual se 

admite la demanda de la referencia y la Audiencia de Alegaciones y juzgamiento 

celebrada el 24 de mayo de 20173, por medio de la cual se integra al presente 

proceso como litisconsorcio necesario. 

 

 
1 Documento “24AudienciaAlegacionesJuzgamiento” 
2 Documento “07AutoAdmiteDemanda” 
3 Documento “24AudienciaAlegacionesJuzgamiento” 
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En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral de 

Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: ORDENAR el EMPLAZAMIENTO de la señora MARÍA DEL CARMEN 

BOHÓRQUEZ DE BARRAGÁN, identificada con la cédula de ciudadanía No. 

20.468.284 de Chía, inclusión que será efectuada a través de la Secretaría de 

este Despacho REMITIENDO una comunicación al Registro Nacional de Personas 

Emplazadas como lo indica el numeral 1 del Acuerdo No. PSAA14-10118 del 04 

de marzo de 2014. 

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 
Jueza 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº __ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

________________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: bc76f36ace6bd4c83442d55336ab9f1627491559bd1d4174bcb9becac1164402



Documento generado en 24/05/2021 04:56:57 PM



 

 
 
 
 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2014-01291-00 

DEMANDANTE: DORA CECILIA PITA ROZO 

DEMANDADO: 
UNIDAD   ADMINISTRATIVA   ESPECIAL   DE   GESTION 
PENSIONAL  Y  CONTRIBUCIONES  PARAFISCALES  DE LA 
PROTECCION SOCIAL –UGPP- 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 192 inciso 4° de la Ley 1437 de 2011 

(inciso derogado por el artículo 87 de la Ley 2080 de 2021), por haberse proferido 

sentencia de carácter condenatorio, y previo a resolver sobre la concesión del recurso 

de apelación interpuesto por la entidad demandada, se fija como fecha y hora para 

llevar a cabo la audiencia de conciliación el día 23 de junio de 2021 a las 11:00 a.m. 

 

Se advierte que la asistencia a la audiencia es de carácter obligatorio para el apelante 

so pena de declarar desierto el recurso interpuesto, la cual se realizará utilizando los 

medios tecnológicos dispuestos conforme lo señala el art. 7º del Decreto 806 de 2020. 

 

Señala el Despacho que aun y cuando la norma en cita se encuentra derogada, el 

artículo 86 de la Ley 2080 de 2021 impone dar trámite a los recursos interpuestos por 

las leyes vigentes cuando fueron presentados y atendiendo que el recurso se presentó 

antes del 25 de enero de 2021, debe realizarse la audiencia en los términos en 

mención. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA  

Juez.- 

 
 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:



 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: b1c4308960bba1e914d1e6cbe8eecf3fa22ab0ff20df9a6029cfa01ca689ed26

Documento generado en 24/05/2021 04:42:46 PM



 

 
 
 
 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2015-00459-00 

DEMANDANTE: 
EMPRESA DE SERVICIOS PUBLICOS DE OCAÑA 
ESPO S.A. E.S.P. 

DEMANDADO: 
CONTRALORIA GENERAL DEL DEPARTAMENTO 
NORTE DE SANTANDER 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

Tiene el Despacho que el presente proceso se encuentra pendiente de fijar nueva 

fecha para realizar audiencia inicial, por lo que de conformidad con el artículo 180 de la 

Ley 1437 de 2011, cítese a las partes, a la Procuraduría 98 Judicial I para Asuntos 

Administrativos y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, a la 

realización de Audiencia Inicial para el día 04 de junio de 2021 a las 09:00 a.m. 

 

Se advierte que la asistencia a la audiencia es de carácter obligatorio para los 

apoderados de las partes de la Litis so pena de imposición de multa y las demás 

consecuencias señaladas en la norma procesal citada; la cual se realizará a traves del 

uso de herramientas virtuales conforme lo dispuesto en los arts. 2, 3 y 7 del Decreto 

806 de 2020. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA  

Juez.- 

 
 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 



JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: f33c8db22529b77689e6bdc36dd53192e7104bf2284d5e3a7988a963fba0e74f

Documento generado en 24/05/2021 04:37:15 PM



 

 
 
 
 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2017-00001-00 

DEMANDANTE: MARCO AURELIO BARRERA GARCIA 

DEMANDADO: 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA 
NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

De conformidad con el numeral 1º del art. 180 de la Ley 1437 de 2011, cítese a las 

partes, a la Procuraduría 98 Judicial I para Asuntos Administrativos y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, a la realización de Audiencia Inicial para el 

día 17 de junio de 2021 a las 09:00 a.m. 

 

Reconózcase personería al abogado Luis Guillermo Parra Niño como apoderado de 

la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, en los términos y para los efectos 

del memorial poder que reposa en el expediente digital. 

 

Se advierte que la asistencia a la audiencia es de carácter obligatorio para los 

apoderados de las partes de la Litis so pena de imposición de multa y las demás 

consecuencias señaladas en la norma procesal citada; la cual se realizará a traves del 

uso de herramientas virtuales conforme lo dispuesto en los arts. 2, 3 y 7 del Decreto 

806 de 2020. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA  

Juez.- 

 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 



 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 4443042a08bb658274635b41a4fde89ad94834537e61d3301bc9d8c8f0bfe2d3

Documento generado en 24/05/2021 04:33:51 PM



 

 
 
 
 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2017-00078-00 

DEMANDANTE: DOLLY BEATRIZ SILVA URIBE 

DEMANDADO: 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 
LA PROTECCION SOCIAL –UGPP-   

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Tiene el Despacho que en el presente proceso ya se había fijado fecha para llevar a 

cabo la audiencia de conciliación de que trata el artículo 192 inciso 4° de la Ley 1437 

de 2011 (inciso derogado por el artículo 87 de la Ley 2080 de 2021), la cual no se 

realizó en atención a la solicitud de aplazamiento elevada por el apoderado de la 

demandada a la cual se accedió. 

 

En virtud de lo anterior y con el fin de dar trámite a la audiencia de conciliación, se fija 

como nueva fecha para su realización el día 4 de junio de 2021 a las 11:00 a.m. 

 

Se advierte que la asistencia a la audiencia es de carácter obligatorio para el apelante 

so pena de declarar desierto el recurso interpuesto, la cual se realizará utilizando los 

medios tecnológicos dispuestos conforme lo señala el art. 7º del Decreto 806 de 2020. 

 

Señala el Despacho que aun y cuando la norma en cita se encuentra derogada, el 

artículo 86 de la Ley 2080 de 2021 impone dar trámite a los recursos interpuestos por 

las leyes vigentes cuando fueron presentados y atendiendo que el recurso se presentó 

antes del 25 de enero de 2021, debe realizarse la audiencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA  

Juez.- 

 
 

 JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:



 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: bcfcd6c91733fe9f984a77217dc7372ff9f89f519dc90471f0fdf0807e3564c1

Documento generado en 24/05/2021 04:47:40 PM



 

 
 
 
 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2018-00205-00 

DEMANDANTE: RAFAEL IGNACIO ESQUEA ARIAS 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA (SECRETARIA 
GENERAL) – POLICIA NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

De conformidad con el numeral 1º del art. 180 de la Ley 1437 de 2011, cítese a las 

partes, a la Procuraduría 98 Judicial I para Asuntos Administrativos y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, a la reanudación de la Audiencia Inicial para 

el día 7 de julio de 2021 a las 09:00 a.m. 

 

Reconózcase personería a la abogada Diana Juliet Blanco Berbesi como 

apoderada de la Nación – Ministerio de Defensa, en los términos y para los efectos del 

memorial poder que reposa en el expediente digital. 

 

Se advierte que la asistencia a la audiencia es de carácter obligatorio para los 

apoderados de las partes de la Litis so pena de imposición de multa y las demás 

consecuencias señaladas en la norma procesal citada; la cual se realizará a traves del 

uso de herramientas virtuales conforme lo dispuesto en los arts. 2, 3 y 7 del Decreto 

806 de 2020. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA  

Juez.- 
 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:



 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 4192f51c67d95f25fa48b8127b530c1e2d81fafd05e272b84d9b3e70de1ae9b3

Documento generado en 24/05/2021 05:27:46 PM



 

 
 
 
 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00126-00 

DEMANDANTE: EDGAR MAURICIO ARARAT CUBEROS 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

Procede el Despacho a dar trámite al presente asunto, en virtud de lo establecido 

en la Ley 1437 de 2011, Ley 2080 de 2021 y el Decreto 806 de 2020, procediendo 

a resolver las i) excepciones previas y la ii) solicitud de sentencia anticipada en el 

presente asunto, conforme a las siguientes: 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. RESUELVE EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, y lo establecido en el 

artículo 12 del Decreto Legislativo 806 de 2020, si la parte demandada con la 

contestación de la demanda o en escrito separado propone excepciones previas, 

las mismas deberán resolverse mediante Auto, antes de la celebración de la 

audiencia inicial de trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

En el caso bajo estudio, el extremo demandado no propone este tipo de 

excepciones.  

 

2.2. Trámite de sentencia anticipada. 

 

En el proceso de la referencia, se solicita por la parte demandante, se proceda a 

dictar sentencia anticipada dado que se encuentran acreditados los presupuestos 

procesales para tal efecto.  

 

Revisado el plenario, encuentra el Despacho que en el asunto objeto de estudio 

ya se contestó la demanda y se corrieron, por la secretaría de este Juzgado, las 

excepciones propuestas en este mismo acto procesal por la parte demandada, las 

cuales fueron debidamente descorridas por el extremo demandante. 

 

Ahora bien, previo a resolver de fondo la solicitud radicada por la parte 

demandante, es necesario por el Despacho precisar que si bien la solicitud de 

sentencia anticipada fue radicada con anterioridad a la expedición de la Ley 2080 

de 2021; normatividad mediante la cual se reformó el “CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 
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Auto interlocutorio 

 
 

   

ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011” y se implementó a través de su artículo 

42 la figura jurídica de “sentencia anticipada”, también es cierto, que el artículo 13 

del Decreto 806 de 2020, ya contemplaba esta figura, así como también que la 

Ley 2080 de 2021 en su artículo 86 estableció lo siguiente: 

 
“De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 

del Código General del Proceso, las reformas procesales introducidas en esta ley 

prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el momento de su 

publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 

1437 de 2011. 

 

En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, 

las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las 

pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 

promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

 

Luego, es perfectamente procedente darle trámite a la solicitud de “sentencia 

anticipada” invocada por el extremo demandante, en el entendido que la misma 

no se enmarca dentro de la clasificación y disposición realizada por el propio 

legislador, y además, la disposición de darle aplicación y trámite a dicha figura no 

sólo debe prevalecer “sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 

momento de su publicación”, sino que también facultativa del Juez del proceso. 

 

Ahora bien, atendiendo que el proceso de la referencia se enmarca dentro de las 

causales establecidas en el artículo en cita, para proceder a proferir sentencia 

anticipada, por cuanto: i) es un asunto de puro derecho, ii) el despacho no 

observa la necesidad de practicar pruebas, iii) no se formularon respecto a las 

pruebas allegadas con la demanda o la contestación ningún tipo de tacha o 

desconocimiento por parte de los extremos en litis, y iv) respecto a las solicitudes 

probatorias realizadas por la parte demandada considera el Despacho que las 

mismas son impertinentes, inconducentes e inútiles dado que con los documentos 

que ya reposan en el plenario, es suficiente para desatar la controversia objeto de 

litigio. 

 

El Despacho, previo a pronunciarse sobre la solicitud probatoria, y las pruebas del 

proceso, como lo ordena el mismo artículo en cita, procede a fijar el litigio en la 

controversia bajo estudio, paso lógico en materia procesal, y así proceder a 

determinar la pertinencia, conducencia y utilidad de las pruebas. 

 

2.2.1. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 2 de abril de 2019 frente a la petición presentada el día 31 de 

enero de 2019, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR MORA (…) 

establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) día 

de su salario por cada día de retardo, contados desde los sesenta y cinco (65) 

días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 

demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 
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Auto interlocutorio 

 
 

   

Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 

5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 
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En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 

de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 

Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Asimismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con cargo 

a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, refiere la 

apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad que 

representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la eventual 

condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que emita el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el parágrafo 

transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la propia 

disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a diciembre 

de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de títulos de 

tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 31 de enero de 2019 

y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción por 

mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 
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parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 

 

2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Cúcuta: a) A efectos de que certifique en qué fecha 

remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su aprobación. 

b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué fecha remitió a 

la Fiduprevisora la resolución No. 0410 del 25 de julio de 2018, para el pago de las 

cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 
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reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es el desprendible de pago expedido 

por la entidad BBVA o la certificación emitida por la entidad Fiduprevisora 

S.A., y contra las cuales, no se presentó formulación de tacha o inquietud 

alguna. 

 

➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 

descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 
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2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 5df4690e020b768bddfe01f6c49d69156a55ab3f1ffa89c709c92b0cde99c3cc

Documento generado en 24/05/2021 12:38:16 PM



 

 
 
 
 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00137-00 

DEMANDANTE: ALBERTO JOSE ALVAREZ RUBIO 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

Procede el Despacho a dar trámite al presente asunto, en virtud de lo establecido 

en la Ley 1437 de 2011, Ley 2080 de 2021 y el Decreto 806 de 2020, procediendo 

a resolver las i) excepciones previas y la ii) solicitud de sentencia anticipada en el 

presente asunto, conforme a las siguientes: 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. RESUELVE EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, y lo establecido en el 

artículo 12 del Decreto Legislativo 806 de 2020, si la parte demandada con la 

contestación de la demanda o en escrito separado propone excepciones previas, 

las mismas deberán resolverse mediante Auto, antes de la celebración de la 

audiencia inicial de trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

En el caso bajo estudio, el extremo demandado no propone este tipo de 

excepciones.  

 

2.2. Trámite de sentencia anticipada. 

 

En el proceso de la referencia, se solicita por la parte demandante, se proceda a 

dictar sentencia anticipada dado que se encuentran acreditados los presupuestos 

procesales para tal efecto.  

 

Revisado el plenario, encuentra el Despacho que en el asunto objeto de estudio 

ya se contestó la demanda y se corrieron, por la secretaría de este Juzgado, las 

excepciones propuestas en este mismo acto procesal por la parte demandada, las 

cuales fueron debidamente descorridas por el extremo demandante. 

 

Ahora bien, previo a resolver de fondo la solicitud radicada por la parte 

demandante, es necesario por el Despacho precisar que si bien la solicitud de 

sentencia anticipada fue radicada con anterioridad a la expedición de la Ley 2080 

de 2021; normatividad mediante la cual se reformó el “CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 
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ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011” y se implementó a través de su artículo 

42 la figura jurídica de “sentencia anticipada”, también es cierto, que el artículo 13 

del Decreto 806 de 2020, ya contemplaba esta figura, así como también que la 

Ley 2080 de 2021 en su artículo 86 estableció lo siguiente: 

 
“De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 

del Código General del Proceso, las reformas procesales introducidas en esta ley 

prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el momento de su 

publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 

1437 de 2011. 

 

En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, 

las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las 

pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 

promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

 

Luego, es perfectamente procedente darle trámite a la solicitud de “sentencia 

anticipada” invocada por el extremo demandante, en el entendido que la misma 

no se enmarca dentro de la clasificación y disposición realizada por el propio 

legislador, y además, la disposición de darle aplicación y trámite a dicha figura no 

sólo debe prevalecer “sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 

momento de su publicación”, sino que también facultativa del Juez del proceso. 

 

Ahora bien, atendiendo que el proceso de la referencia se enmarca dentro de las 

causales establecidas en el artículo en cita, para proceder a proferir sentencia 

anticipada, por cuanto: i) es un asunto de puro derecho, ii) el despacho no 

observa la necesidad de practicar pruebas, iii) no se formularon respecto a las 

pruebas allegadas con la demanda o la contestación ningún tipo de tacha o 

desconocimiento por parte de los extremos en litis, y iv) respecto a las solicitudes 

probatorias realizadas por la parte demandada considera el Despacho que las 

mismas son impertinentes, inconducentes e inútiles dado que con los documentos 

que ya reposan en el plenario, es suficiente para desatar la controversia objeto de 

litigio. 

 

El Despacho, previo a pronunciarse sobre la solicitud probatoria, y las pruebas del 

proceso, como lo ordena el mismo artículo en cita, procede a fijar el litigio en la 

controversia bajo estudio, paso lógico en materia procesal, y así proceder a 

determinar la pertinencia, conducencia y utilidad de las pruebas. 

 

2.2.1. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 22 de noviembre de 2018 frente a la petición presentada el 

día 21 de agosto de 2018, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR 

MORA (…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a 

un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde los sesenta y 

cinco (65) días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante 

la demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 
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Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 

5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 
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En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 

de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 

Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Asimismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con cargo 

a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, refiere la 

apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad que 

representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la eventual 

condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que emita el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el parágrafo 

transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la propia 

disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a diciembre 

de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de títulos de 

tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 21 de agosto de 

2018 y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 
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parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 

 

2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Cúcuta: a) A efectos de que certifique en qué fecha 

remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su aprobación. 

b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué fecha remitió a 

la Fiduprevisora la resolución No. 0571 del 14 de septiembre de 2015, para el pago de 

las cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 
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reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es la certificación emitida por la 

entidad Fiduprevisora S.A., y contra la cual, no se presentó formulación de 

tacha o inquietud alguna. 

 

➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 

descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 
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2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 



Página 8 de 8 
54-001-33-33-009-2019-00137-00 

Auto interlocutorio 

 
 

   

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 0deb28a321dab19c695faeef94f8fc85f18a2cd4e90621f49a866a89d3913723

Documento generado en 24/05/2021 12:44:18 PM



 

 
 
 
 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00138-00 

DEMANDANTE: BLANCA MERY VERA MORA 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

Procede el Despacho a dar trámite al presente asunto, en virtud de lo establecido 

en la Ley 1437 de 2011, Ley 2080 de 2021 y el Decreto 806 de 2020, procediendo 

a resolver las i) excepciones previas y la ii) solicitud de sentencia anticipada en el 

presente asunto, conforme a las siguientes: 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. RESUELVE EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, y lo establecido en el 

artículo 12 del Decreto Legislativo 806 de 2020, si la parte demandada con la 

contestación de la demanda o en escrito separado propone excepciones previas, 

las mismas deberán resolverse mediante Auto, antes de la celebración de la 

audiencia inicial de trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

En el caso bajo estudio, el extremo demandado no propone este tipo de 

excepciones.  

 

2.2. Trámite de sentencia anticipada. 

 

En el proceso de la referencia, se solicita por la parte demandante, se proceda a 

dictar sentencia anticipada dado que se encuentran acreditados los presupuestos 

procesales para tal efecto.  

 

Revisado el plenario, encuentra el Despacho que en el asunto objeto de estudio 

ya se contestó la demanda y se corrieron, por la secretaría de este Juzgado, las 

excepciones propuestas en este mismo acto procesal por la parte demandada, las 

cuales fueron debidamente descorridas por el extremo demandante. 

 

Ahora bien, previo a resolver de fondo la solicitud radicada por la parte 

demandante, es necesario por el Despacho precisar que si bien la solicitud de 

sentencia anticipada fue radicada con anterioridad a la expedición de la Ley 2080 

de 2021; normatividad mediante la cual se reformó el “CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 
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ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011” y se implementó a través de su artículo 

42 la figura jurídica de “sentencia anticipada”, también es cierto, que el artículo 13 

del Decreto 806 de 2020, ya contemplaba esta figura, así como también que la 

Ley 2080 de 2021 en su artículo 86 estableció lo siguiente: 

 
“De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 

del Código General del Proceso, las reformas procesales introducidas en esta ley 

prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el momento de su 

publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 

1437 de 2011. 

 

En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, 

las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las 

pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 

promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

 

Luego, es perfectamente procedente darle trámite a la solicitud de “sentencia 

anticipada” invocada por el extremo demandante, en el entendido que la misma 

no se enmarca dentro de la clasificación y disposición realizada por el propio 

legislador, y además, la disposición de darle aplicación y trámite a dicha figura no 

sólo debe prevalecer “sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 

momento de su publicación”, sino que también facultativa del Juez del proceso. 

 

Ahora bien, atendiendo que el proceso de la referencia se enmarca dentro de las 

causales establecidas en el artículo 182A del CPACA, para proceder a proferir 

sentencia anticipada, por cuanto: i) es un asunto de puro derecho, ii) el despacho 

no observa la necesidad de practicar pruebas, iii) no se formularon respecto a las 

pruebas allegadas con la demanda o la contestación ningún tipo de tacha o 

desconocimiento por parte de los extremos en litis, y iv) respecto a las solicitudes 

probatorias realizadas por la parte demandada considera el Despacho que las 

mismas son impertinentes, inconducentes e inútiles dado que con los documentos 

que ya reposan en el plenario, es suficiente para desatar la controversia objeto de 

litigio. 

 

El Despacho, previo a pronunciarse sobre la solicitud probatoria, y las pruebas del 

proceso, como lo ordena el mismo artículo en cita, procede a fijar el litigio en la 

controversia bajo estudio, paso lógico en materia procesal, y así proceder a 

determinar la pertinencia, conducencia y utilidad de las pruebas. 

 

2.2.1. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 22 de noviembre de 2018 frente a la petición presentada el 

día 21 de agosto de 2018, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR 

MORA (…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a 

un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde los sesenta y 

cinco (65) días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante 

la demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 
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Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 

5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 
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En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 

de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 

Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Asimismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con cargo 

a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, refiere la 

apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad que 

representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la eventual 

condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que emita el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el parágrafo 

transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la propia 

disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a diciembre 

de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de títulos de 

tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 21 de agosto de 

2018 y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 
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parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 

 

2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Cúcuta: a) A efectos de que certifique en qué fecha 

remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su aprobación. 

b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué fecha remitió a 

la Fiduprevisora la resolución No. 452 del 07 de junio de 2017, para el pago de las 

cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 
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reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es el desprendible de pago expedido 

por la entidad BBVA o la certificación emitida por la entidad Fiduprevisora 

S.A., y contra las cuales, no se presentó formulación de tacha o inquietud 

alguna. 

 

➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 

descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 
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2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 182 A del CPACA, adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a correr traslado a las partes, y al 

ministerio público, para alegar en conclusión por escrito, para lo cual se concede 

el término de 10 días contados a partir del día siguiente a la ejecutoria de lo 

contemplado en los numerales 1 al 3 del presente auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 16f80805735ea315ca4143e75b40cc5067dec3a42d08615835d33d50ebbbd204

Documento generado en 24/05/2021 12:36:37 PM



 

 
 
 
 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00147-00 

DEMANDANTE: AMANDA BONNET MOLINA 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

Procede el Despacho a dar trámite al presente asunto, en virtud de lo establecido 

en la Ley 1437 de 2011, Ley 2080 de 2021 y el Decreto 806 de 2020, procediendo 

a resolver las i) excepciones previas y la ii) solicitud de sentencia anticipada en el 

presente asunto, conforme a las siguientes: 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. RESUELVE EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, y lo establecido en el 

artículo 12 del Decreto Legislativo 806 de 2020, si la parte demandada con la 

contestación de la demanda o en escrito separado propone excepciones previas, 

las mismas deberán resolverse mediante Auto, antes de la celebración de la 

audiencia inicial de trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

En el caso bajo estudio, el extremo demandado no propone este tipo de 

excepciones.  

 

2.2. Trámite de sentencia anticipada. 

 

En el proceso de la referencia, se solicita por la parte demandante, se proceda a 

dictar sentencia anticipada dado que se encuentran acreditados los presupuestos 

procesales para tal efecto.  

 

Revisado el plenario, encuentra el Despacho que en el asunto objeto de estudio 

ya se contestó la demanda y se corrieron, por la secretaría de este Juzgado, las 

excepciones propuestas en este mismo acto procesal por la parte demandada, las 

cuales fueron debidamente descorridas por el extremo demandante. 

 
Ahora bien, previo a resolver de fondo la solicitud radicada por la parte 

demandante, es necesario por el Despacho precisar que si bien la solicitud de 

sentencia anticipada fue radicada con anterioridad a la expedición de la Ley 2080 

de 2021; normatividad mediante la cual se reformó el “CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 
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ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011” y se implementó a través de su artículo 

42 la figura jurídica de “sentencia anticipada”, también es cierto, que el artículo 13 

del Decreto 806 de 2020, ya contemplaba esta figura, así como también que la 

Ley 2080 de 2021 en su artículo 86 estableció lo siguiente: 

 
“De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 

del Código General del Proceso, las reformas procesales introducidas en esta ley 

prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el momento de su 

publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 

1437 de 2011. 

 

En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, 

las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las 

pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 

promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

 

Luego, es perfectamente procedente darle trámite a la solicitud de “sentencia 

anticipada” invocada por el extremo demandante, en el entendido que la misma 

no se enmarca dentro de la clasificación y disposición realizada por el propio 

legislador, y además, la disposición de darle aplicación y trámite a dicha figura no 

sólo debe prevalecer “sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 

momento de su publicación”, sino que también facultativa del Juez del proceso. 

 

Ahora bien, atendiendo que el proceso de la referencia se enmarca dentro de las 

causales establecidas en el artículo 182 del CPACA, para proceder a proferir 

sentencia anticipada, por cuanto: i) es un asunto de puro derecho, ii) el despacho 

no observa la necesidad de practicar pruebas, iii) no se formularon respecto a las 

pruebas allegadas con la demanda o la contestación ningún tipo de tacha o 

desconocimiento por parte de los extremos en litis, y iv) respecto a las solicitudes 

probatorias realizadas por la parte demandada considera el Despacho que las 

mismas son impertinentes, inconducentes e inútiles dado que con los documentos 

que ya reposan en el plenario, es suficiente para desatar la controversia objeto de 

litigio. 

 

El Despacho, previo a pronunciarse sobre la solicitud probatoria, y las pruebas del 

proceso, como lo ordena el mismo artículo en cita, procede a fijar el litigio en la 

controversia bajo estudio, paso lógico en materia procesal, y así proceder a 

determinar la pertinencia, conducencia y utilidad de las pruebas. 

 

2.2.1. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 22 de noviembre de 2018 frente a la petición presentada el 

día 21 de agosto de 2018, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR 

MORA (…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a 

un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde los setenta (70) 

días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 

demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 
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Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 

5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 
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En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 

de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 

Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Asimismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con cargo 

a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, refiere la 

apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad que 

representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la eventual 

condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que emita el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el parágrafo 

transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la propia 

disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a diciembre 

de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de títulos de 

tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 21 de agosto de 

2018 y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 
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parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 

 

2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Norte de Santander: a) A efectos de que certifique en qué 

fecha remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su 

aprobación. b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué 

fecha remitió a la Fiduprevisora la resolución No. 4541 del 18 de diciembre de 2017, 

para el pago de las cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 
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reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es el desprendible de pago expedido 

por la entidad BBVA o la certificación emitida por la entidad Fiduprevisora 

S.A., y contra las cuales, no se presentó formulación de tacha o inquietud 

alguna. 

 

➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 

descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 
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2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 9751bc6404d87abba812e58ad44d7255c3b694fa7eb629993682eee81d9cea7c

Documento generado en 24/05/2021 12:37:26 PM



 

 
 
 
 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00148-00 

DEMANDANTE: YEBRAIL CALDERON GARCIA 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

Procede el Despacho a dar trámite al presente asunto, en virtud de lo establecido 

en la Ley 1437 de 2011, Ley 2080 de 2021 y el Decreto 806 de 2020, procediendo 

a resolver las i) excepciones previas y la ii) solicitud de sentencia anticipada en el 

presente asunto, conforme a las siguientes: 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. RESUELVE EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, y lo establecido en el 

artículo 12 del Decreto Legislativo 806 de 2020, si la parte demandada con la 

contestación de la demanda o en escrito separado propone excepciones previas, 

las mismas deberán resolverse mediante Auto, antes de la celebración de la 

audiencia inicial de trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

En el caso bajo estudio, el extremo demandado no propone este tipo de 

excepciones.  

 

2.2. Trámite de sentencia anticipada. 

 

En el proceso de la referencia, se solicita por la parte demandante, se proceda a 

dictar sentencia anticipada dado que se encuentran acreditados los presupuestos 

procesales para tal efecto.  

 

Revisado el plenario, encuentra el Despacho que en el asunto objeto de estudio 

ya se contestó la demanda y se corrieron, por la secretaría de este Juzgado, las 

excepciones propuestas en este mismo acto procesal por la parte demandada, las 

cuales fueron debidamente descorridas por el extremo demandante. 

 

Ahora bien, previo a resolver de fondo la solicitud radicada por la parte 

demandante, es necesario por el Despacho precisar que si bien la solicitud de 

sentencia anticipada fue radicada con anterioridad a la expedición de la Ley 2080 

de 2021; normatividad mediante la cual se reformó el “CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 
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ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011” y se implementó a través de su artículo 

42 la figura jurídica de “sentencia anticipada”, también es cierto, que el artículo 13 

del Decreto 806 de 2020, ya contemplaba esta figura, así como también que la 

Ley 2080 de 2021 en su artículo 86 estableció lo siguiente: 

 
“De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 

del Código General del Proceso, las reformas procesales introducidas en esta ley 

prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el momento de su 

publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 

1437 de 2011. 

 

En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, 

las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las 

pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 

promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

 

Luego, es perfectamente procedente darle trámite a la solicitud de “sentencia 

anticipada” invocada por el extremo demandante, en el entendido que la misma 

no se enmarca dentro de la clasificación y disposición realizada por el propio 

legislador, y además, la disposición de darle aplicación y trámite a dicha figura no 

sólo debe prevalecer “sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 

momento de su publicación”, sino que también facultativa del Juez del proceso. 

 

Ahora bien, atendiendo que el proceso de la referencia se enmarca dentro de las 

causales establecidas en el artículo 182 A del CPACA, para proceder a proferir 

sentencia anticipada, por cuanto: i) es un asunto de puro derecho, ii) el despacho 

no observa la necesidad de practicar pruebas, iii) no se formularon respecto a las 

pruebas allegadas con la demanda o la contestación ningún tipo de tacha o 

desconocimiento por parte de los extremos en litis, y iv) respecto a las solicitudes 

probatorias realizadas por la parte demandada considera el Despacho que las 

mismas son impertinentes, inconducentes e inútiles dado que con los documentos 

que ya reposan en el plenario, es suficiente para desatar la controversia objeto de 

litigio. 

 

El Despacho, previo a pronunciarse sobre la solicitud probatoria, y las pruebas del 

proceso, como lo ordena el mismo artículo en cita, procede a fijar el litigio en la 

controversia bajo estudio, paso lógico en materia procesal, y así proceder a 

determinar la pertinencia, conducencia y utilidad de las pruebas. 

 

2.2.1. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 25 de noviembre de 2018 frente a la petición presentada el 

día 24 de agosto de 2018, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR 

MORA (…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a 

un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde los setenta (70) 

días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 

demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 
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Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 

5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 
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En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 

de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 

Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Asimismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con cargo 

a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, refiere la 

apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad que 

representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la eventual 

condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que emita el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el parágrafo 

transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la propia 

disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a diciembre 

de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de títulos de 

tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 24 de agosto de 

2018 y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 
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parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 

 

2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Norte de Santander: a) A efectos de que certifique en qué 

fecha remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su 

aprobación. b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué 

fecha remitió a la Fiduprevisora la resolución No. 531 del 25 de enero de 2018, para el 

pago de las cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 
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reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es el desprendible de pago expedido 

por la entidad BBVA o la certificación emitida por la entidad Fiduprevisora 

S.A., y contra las cuales, no se presentó formulación de tacha o inquietud 

alguna. 

 

➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 

descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 
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2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 54da7661f7c514a09869e20e05cf5d5c1501a0d0c2464f28c3d21a3750f55d55

Documento generado en 24/05/2021 12:42:53 PM



 

 
 
 
 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00173-00 

DEMANDANTE: MARIA CLAUDIA GONZALEZ 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

Visto el informe secretarial que precede, se estaría en la oportunidad procesal de 

fijar fecha y hora para llevar a cabo la audiencia inicial consagrada en el artículo 

180 del CPACA. Sin embargo, atendiendo las previsiones establecidas en el 

artículo 182A del CPACA adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, y 

por configurarse en el presente caso, por lo menos tres situaciones que permiten 

dictar sentencia anticipada, esto es, las contempladas en el numeral 1 literales a, b 

y c), de la misma normativa, procede el Despacho a dar trámite al presente 

asunto, como de sentencia anticipada.  

 

Así mismo, atendiendo las previsiones establecidas en el parágrafo primero ibidem 

se procede a fijar el litigio en los siguientes términos: 

 

1.1. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 22 de marzo de 2019 frente a la petición presentada el día 21 

de diciembre de 2018, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR 

MORA (…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a 

un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde los setenta (70) 

días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 

demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 

 

Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 

5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 



Página 2 de 6 
54-001-33-33-009-2019-00173-00 

Auto interlocutorio 

 
 

   

Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 

 

En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 

de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 
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Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Asimismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con cargo 

a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, refiere la 

apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad que 

representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la eventual 

condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que emita el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el parágrafo 

transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la propia 

disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a diciembre 

de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de títulos de 

tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 21 de diciembre de 

2018 y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 

parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 

 



Página 4 de 6 
54-001-33-33-009-2019-00173-00 

Auto interlocutorio 

 
 

   

2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Cúcuta: a) A efectos de que certifique en qué fecha 

remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su aprobación. 

b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué fecha remitió a 

la Fiduprevisora la resolución No. 408 del 25 de julio de 2018, para el pago de las 

cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es el desprendible de pago expedido 

por la entidad BBVA o la certificación emitida por la entidad Fiduprevisora 

S.A., y contra las cuales, no se presentó formulación de tacha o inquietud 

alguna. 
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➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 

descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 

 

2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 
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R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 



 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: e621b9a1d0e7fc5ee74a9c7db7ce8aaba988d2cb4f63988f256564bd2e6393d6

Documento generado en 24/05/2021 12:35:18 PM



 

 
 
 
 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00179-00 

DEMANDANTE: GERMAN DAVID MEDINA MORA 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

Procede el Despacho a dar trámite al presente asunto, en virtud de lo establecido 

en la Ley 1437 de 2011, Ley 2080 de 2021 y el Decreto 806 de 2020, procediendo 

a resolver las i) excepciones previas y la ii) solicitud de sentencia anticipada en el 

presente asunto, conforme a las siguientes: 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. RESUELVE EXCEPCIONES PREVIAS. 

 

Conforme a lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, y lo establecido en el 

artículo 12 del Decreto Legislativo 806 de 2020, si la parte demandada con la 

contestación de la demanda o en escrito separado propone excepciones previas, 

las mismas deberán resolverse mediante Auto, antes de la celebración de la 

audiencia inicial de trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

En el caso bajo estudio, el extremo demandado no propone este tipo de 

excepciones.  

 

2.2. Trámite de sentencia anticipada. 

 

En el proceso de la referencia, se solicita por la parte demandante, se proceda a 

dictar sentencia anticipada dado que se encuentran acreditados los presupuestos 

procesales para tal efecto.  

 

Revisado el plenario, encuentra el Despacho que en el asunto objeto de estudio 

ya se contestó la demanda y se corrieron, por la secretaría de este Juzgado, las 

excepciones propuestas en este mismo acto procesal por la parte demandada, las 

cuales fueron debidamente descorridas por el extremo demandante. 

 

Ahora bien, previo a resolver de fondo la solicitud radicada por la parte 

demandante, es necesario por el Despacho precisar que si bien la solicitud de 

sentencia anticipada fue radicada con anterioridad a la expedición de la Ley 2080 

de 2021; normatividad mediante la cual se reformó el “CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 
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ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011” y se implementó a través de su artículo 

42 la figura jurídica de “sentencia anticipada”, también es cierto, que el artículo 13 

del Decreto 806 de 2020, ya contemplaba esta figura, así como también que la 

Ley 2080 de 2021 en su artículo 86 estableció lo siguiente: 

 
“De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 

del Código General del Proceso, las reformas procesales introducidas en esta ley 

prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el momento de su 

publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 

1437 de 2011. 

 

En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, 

las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las 

pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 

promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

 

Luego, es perfectamente procedente darle trámite a la solicitud de “sentencia 

anticipada” invocada por el extremo demandante, en el entendido que la misma 

no se enmarca dentro de la clasificación y disposición realizada por el propio 

legislador, y además, la disposición de darle aplicación y trámite a dicha figura no 

sólo debe prevalecer “sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 

momento de su publicación”, sino que también facultativa del Juez del proceso. 

 

Ahora bien, atendiendo que el proceso de la referencia se enmarca dentro de las 

causales establecidas en el artículo en cita, para proceder a proferir sentencia 

anticipada, por cuanto: i) es un asunto de puro derecho, ii) el despacho no 

observa la necesidad de practicar pruebas, iii) no se formularon respecto a las 

pruebas allegadas con la demanda o la contestación ningún tipo de tacha o 

desconocimiento por parte de los extremos en litis, y iv) respecto a las solicitudes 

probatorias realizadas por la parte demandada considera el Despacho que las 

mismas son impertinentes, inconducentes e inútiles dado que con los documentos 

que ya reposan en el plenario, es suficiente para desatar la controversia objeto de 

litigio. 

 

El Despacho, previo a pronunciarse sobre la solicitud probatoria, y las pruebas del 

proceso, como lo ordena el mismo artículo en cita, procede a fijar el litigio en la 

controversia bajo estudio, paso lógico en materia procesal, y así proceder a 

determinar la pertinencia, conducencia y utilidad de las pruebas. 

 

2.2.1. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 25 de diciembre de 2018 frente a la petición presentada el día 

24 de septiembre de 2018, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR 

MORA (…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a 

un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde los setenta (70) 

días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 

demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 
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Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 

5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 
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En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 

de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 

Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Asimismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con cargo 

a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, refiere la 

apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad que 

representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la eventual 

condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que emita el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el parágrafo 

transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la propia 

disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a diciembre 

de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de títulos de 

tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 24 de septiembre de 

2018 y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 
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parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 

 

2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Cúcuta: a) A efectos de que certifique en qué fecha 

remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su aprobación. 

b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué fecha remitió a 

la Fiduprevisora la resolución No. 131 del 26 de enero de 2018, para el pago de las 

cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 
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reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es el desprendible de pago expedido 

por la entidad BBVA o la certificación emitida por la entidad Fiduprevisora 

S.A., y contra las cuales, no se presentó formulación de tacha o inquietud 

alguna. 

 

➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 

descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 
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2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 0bff7019a757fc732c7a5a85a10135f0293c101c493b96212cdc8fed55618c38

Documento generado en 24/05/2021 12:41:56 PM



 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00180-00 

DEMANDANTE: MARIA EUGENIA VILLAMIZAR MENDOZA 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

En primera medida, debe señalarse que en el asunto de la referencia se solicitó por 

la parte demandante dar terminación del proceso en los términos del artículo 176 

de la Ley 1437 de 2011, en virtud del acuerdo de transacción celebrado con la 

entidad demandada, sin embargo, y luego de realizarse una solicitud probatoria por 

parte del Despacho a los extremos en litis a efectos de dar cumplimiento a los 

requisitos fijados en el apartado legal en cita, se tiene que no se cumplieron por los 

mismos con dichas cargas. 

 

Acto seguido, se radicó por la apoderada de la parte demandante solicitud de 

desistimiento de “las pretensiones formuladas en la demanda en forma 

condicionada, a efectos de que no se disponga condena en costas, lo anterior con 

fundamento en el artículo 316 numeral 4 del Código General del Proceso, aplicable 

ante la jurisdicción administrativa, en virtud de la remisión efectuada por el artículo 

306 de la Ley 1437 de 2011”. 

 

Petitorio del cual se corrió traslado por la secretaría de este Despacho Judicial a la 

entidad demandada a efectos de que se pronunciará respecto al mismo, frente a la 

cual, se decidió por dicho extremo guardar silencio. 

 

Para resolver, se considera: 

 

Inicialmente debe precisarse, que resulta necesario acudir a lo regulado en materia 

en el Código General del Proceso, ya que, en el estatuto procesal de la jurisdicción 

contenciosa administrativa, no se regula de manera expresa lo relativo al 

desistimiento de las pretensiones de la demanda. 

 

En efecto, el artículo 314 de la Ley 1564 del 2012, señala sobre el desistimiento de 

las pretensiones lo siguiente: 

 
“El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado 

sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior 

por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, se 

entenderá que comprende el del recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia”. 
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n consecuencia, como la solicitud de terminación del proceso fue presentada antes 

de fijar la fecha de audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, además, no se expresó oposición alguna por la parte demandada, y en virtud 

a que la apoderada de la parte actora allegó memorial poder con la facultad expresa 

de desistir, para el Despacho es procedente aceptar la solicitud presentada ya que 

cumple con los requisitos formales que exige la ley procesal para tal efecto. Esto 

es, (i) oportunidad, porque aún no se ha dictado sentencia y (ii) la manifestación la 

hace la parte interesada, por medio de su apoderado judicial, quien tiene la facultad 

expresa para desistir según mandato otorgado para tal efecto1.  

 

Por otra parte, el numeral 4 del artículo 316 del Código General del Proceso, señala 

que el juez podrá abstenerse de condenar en costas y perjuicios en los siguientes 

casos: 

 
“4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones que de forma 

condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. 

De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en 

caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así solicitado. Si 

no hay oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas y 

expensas”. (Negrilla y subraya fuera de texto). 

 

Con fundamento en la disposición anterior, visto que la parte demandada guardó 

silencio respecto a la solicitud de desistimiento de la demanda, el Despacho se 

abstendrá de imponer costas y expensas a la parte actora conforme lo preceptuado 

a la norma citada2. 

 

Por lo expuesto, y en atención a lo dispuesto en el artículo 316 de la Ley 1564 del 

2012, este despacho acepta el desistimiento de la demanda por pago de la 

obligación y se abstendrá de condenar en costas a la parte demandante. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto el Juzgado Sexto Administrativo Oral De 

Cúcuta, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de la demanda presentada por el apoderado 

de la parte demandante por pago de la obligación, de conformidad con las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia 

 

SEGUNDO: ABSTENERSE de condenar en costas a la parte demandante, por las 

razones expuestas 

 

TERCERO: DECLARAR terminado el presente proceso. En firme, ARCHÍVESE el 

expediente. 

 

 
1 Consejo de Estado, Sección Cuarta, auto del 03 de septiembre de 2015, proferido por la Magistrada Ponente Martha teresa 
Briseño de valencia. Bajo el radicado No. 080012331000-2012-00356-01 (20626). 
2 Consejo de Estado, sección primera, auto del 27 de octubre de 2017, Consejera Ponente, María Elizabeth García González., 
bajo el radicado No. 11001-03-24-000-2015-00363-00. 
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CUARTO: RECONOCER personería a la abogada LINA PAOLA REYES 

HERNANDEZ, como apoderada de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los 

términos y para los efectos del memorial poder a ella otorgado en el expediente 

digital. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

______________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: a36bf9e4371cc9db24faf066c5e4abf8eacb6191b25ec9115d96000e97b5615f

Documento generado en 24/05/2021 12:28:05 PM



 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00181-00 

DEMANDANTE: ALIX LINLEY ORTIZ CARRILLO 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

En primera medida, debe señalarse que en el asunto de la referencia se solicitó por 

la parte demandante dar terminación del proceso en los términos del artículo 176 

de la Ley 1437 de 2011, en virtud del acuerdo de transacción celebrado con la 

entidad demandada, sin embargo, y luego de realizarse una solicitud probatoria por 

parte del Despacho a los extremos en litis a efectos de dar cumplimiento a los 

requisitos fijados en el apartado legal en cita, se tiene que no se cumplieron por los 

mismos con dichas cargas. 

 

Acto seguido, se radicó por la apoderada de la parte demandante solicitud de 

desistimiento de “las pretensiones formuladas en la demanda en forma 

condicionada, a efectos de que no se disponga condena en costas, lo anterior con 

fundamento en el artículo 316 numeral 4 del Código General del Proceso, aplicable 

ante la jurisdicción administrativa, en virtud de la remisión efectuada por el artículo 

306 de la Ley 1437 de 2011”. 

 

Petitorio del cual se corrió traslado por la secretaría de este Despacho Judicial a la 

entidad demandada a efectos de que se pronunciará respecto al mismo, frente a la 

cual, se decidió por dicho extremo guardar silencio. 

 

Para resolver, se considera: 

 

Inicialmente debe precisarse, que resulta necesario acudir a lo regulado en materia 

en el Código General del Proceso, ya que, en el estatuto procesal de la jurisdicción 

contenciosa administrativa, no se regula de manera expresa lo relativo al 

desistimiento de las pretensiones de la demanda. 

 

En efecto, el artículo 314 de la Ley 1564 del 2012, señala sobre el desistimiento de 

las pretensiones lo siguiente: 

 
“El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado 

sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior 

por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, se 

entenderá que comprende el del recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia”. 
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En consecuencia, como la solicitud de terminación del proceso fue presentada antes 

de fijar la fecha de audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, además, no se expresó oposición alguna por la parte demandada, y en virtud 

a que la apoderada de la parte actora allegó memorial poder con la facultad expresa 

de desistir, para el Despacho es procedente aceptar la solicitud presentada ya que 

cumple con los requisitos formales que exige la ley procesal para tal efecto. Esto 

es, (i) oportunidad, porque aún no se ha dictado sentencia y (ii) la manifestación la 

hace la parte interesada, por medio de su apoderado judicial, quien tiene la facultad 

expresa para desistir según mandato otorgado para tal efecto1.  

 

Por otra parte, el numeral 4 del artículo 316 del Código General del Proceso, señala 

que el juez podrá abstenerse de condenar en costas y perjuicios en los siguientes 

casos: 

 
“4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones que de forma 

condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. 

De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en 

caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así solicitado. Si 

no hay oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas y 

expensas”. (Negrilla y subraya fuera de texto). 

 

Con fundamento en la disposición anterior, visto que la parte demandada guardó 

silencio respecto a la solicitud de desistimiento de la demanda, el Despacho se 

abstendrá de imponer costas y expensas a la parte actora conforme lo preceptuado 

a la norma citada2. 

 

Por lo expuesto, y en atención a lo dispuesto en el artículo 316 de la Ley 1564 del 

2012, este despacho acepta el desistimiento de la demanda por pago de la 

obligación y se abstendrá de condenar en costas a la parte demandante. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto el Juzgado Sexto Administrativo Oral De 

Cúcuta, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de la demanda presentada por el apoderado 

de la parte demandante por pago de la obligación, de conformidad con las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia 

 

SEGUNDO: ABSTENERSE de condenar en costas a la parte demandante, por las 

razones expuestas 

 

TERCERO: DECLARAR terminado el presente proceso. En firme, ARCHÍVESE el 

expediente. 

 

 
1 Consejo de Estado, Sección Cuarta, auto del 03 de septiembre de 2015, proferido por la Magistrada Ponente Martha teresa 
Briseño de valencia. Bajo el radicado No. 080012331000-2012-00356-01 (20626). 
2 Consejo de Estado, sección primera, auto del 27 de octubre de 2017, Consejera Ponente, María Elizabeth García González., 
bajo el radicado No. 11001-03-24-000-2015-00363-00. 
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CUARTO: RECONOCER personería a la abogada LINA PAOLA REYES 

HERNANDEZ, como apoderada de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los 

términos y para los efectos del memorial poder a ella otorgado en el expediente 

digital. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

______________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: c5fca63db28e1266847ddbdb9633067266d9d7bfc580416ee10970e64ecc7239

Documento generado en 24/05/2021 12:32:12 PM



 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00183-00 

DEMANDANTE: MILADIS MEJIA PEREZ 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

En primera medida, debe señalarse que en el asunto de la referencia se solicitó por 

la parte demandante dar terminación del proceso en los términos del artículo 176 

de la Ley 1437 de 2011, en virtud del acuerdo de transacción celebrado con la 

entidad demandada, sin embargo, y luego de realizarse una solicitud probatoria por 

parte del Despacho a los extremos en litis a efectos de dar cumplimiento a los 

requisitos fijados en el apartado legal en cita, se tiene que no se cumplieron por los 

mismos con dichas cargas. 

 

Acto seguido, se radicó por la apoderada de la parte demandante solicitud de 

desistimiento de “las pretensiones formuladas en la demanda en forma 

condicionada, a efectos de que no se disponga condena en costas, lo anterior con 

fundamento en el artículo 316 numeral 4 del Código General del Proceso, aplicable 

ante la jurisdicción administrativa, en virtud de la remisión efectuada por el artículo 

306 de la Ley 1437 de 2011”. 

 

Petitorio del cual se corrió traslado por la secretaría de este Despacho Judicial a la 

entidad demandada a efectos de que se pronunciará respecto al mismo, frente a la 

cual, se decidió por dicho extremo guardar silencio. 

 

Para resolver, se considera: 

 

Inicialmente debe precisarse, que resulta necesario acudir a lo regulado en materia 

en el Código General del Proceso, ya que, en el estatuto procesal de la jurisdicción 

contenciosa administrativa, no se regula de manera expresa lo relativo al 

desistimiento de las pretensiones de la demanda. 

 

En efecto, el artículo 314 de la Ley 1564 del 2012, señala sobre el desistimiento de 

las pretensiones lo siguiente: 

 
“El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado 

sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior 

por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, se 

entenderá que comprende el del recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia”. 
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En consecuencia, como la solicitud de terminación del proceso fue presentada antes 

de fijar la fecha de audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, además, no se expresó oposición alguna por la parte demandada, y en virtud 

a que la apoderada de la parte actora, allegó memorial poder con la facultad expresa 

de desistir, para el Despacho es procedente aceptar la solicitud presentada ya que 

cumple con los requisitos formales que exige la ley procesal para tal efecto. Esto 

es, (i) oportunidad, porque aún no se ha dictado sentencia y (ii) la manifestación la 

hace la parte interesada, por medio de su apoderado judicial, quien tiene la facultad 

expresa para desistir según mandato otorgado para tal efecto1.  

 

Por otra parte, el numeral 4 del artículo 316 del Código General del Proceso, señala 

que el juez podrá abstenerse de condenar en costas y perjuicios en los siguientes 

casos: 

 
“4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones que de forma 

condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. 

De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en 

caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así solicitado. Si no hay 

oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas y expensas”. 

(Negrilla y subraya fuera de texto). 

 

Con fundamento en la disposición anterior, visto que la parte demandada guardó 

silencio respecto a la solicitud de desistimiento de la demanda, el Despacho se 

abstendrá de imponer costas y expensas a la parte actora conforme lo preceptuado 

a la norma citada2. 

 

Por lo expuesto, y en atención a lo dispuesto en el artículo 316 de la Ley 1564 del 

2012, este despacho acepta el desistimiento de la demanda por pago de la 

obligación y se abstendrá de condenar en costas a la parte demandante. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto el Juzgado Sexto Administrativo Oral De 

Cúcuta, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de la demanda presentada por el apoderado 

de la parte demandante por pago de la obligación, de conformidad con las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia 

 

SEGUNDO: ABSTENERSE de condenar en costas a la parte demandante, por las 

razones expuestas 

 

TERCERO: DECLARAR terminado el presente proceso. En firme archívese el 

expediente.  

 

 
1 Consejo de Estado, Sección Cuarta, auto del 03 de septiembre de 2015, proferido por la Magistrada Ponente Martha teresa 
Briseño de valencia. Bajo el radicado No. 080012331000-2012-00356-01 (20626). 
2 Consejo de Estado, sección primera, auto del 27 de octubre de 2017, Consejera Ponente, María Elizabeth García González., 
bajo el radicado No. 11001-03-24-000-2015-00363-00. 
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CUARTO: RECONOCER personería a la abogada LINA PAOLA REYES 

HERNANDEZ, como apoderada de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los 

términos y para los efectos del memorial poder a ella otorgado en el expediente 

digital. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

______________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: e019a15b6cc2bfc72ab7597276d9fe174c3eea6f8d1f367fcfdde7488f516408

Documento generado en 24/05/2021 12:27:19 PM



 

 
 
 
 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00186-00 

DEMANDANTE: LILIAM SULIME CALIXTO PEREZ 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
1. ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el Despacho a dar trámite al presente asunto, en virtud de lo establecido 

en la Ley 1437 de 2011, Ley 2080 de 2021 y el Decreto 806 de 2020, 

disponiéndose a resolver lo concerniente a la solicitud de sentencia anticipada en 

el presente asunto, conforme a las siguientes: 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. Trámite de sentencia anticipada. 

 

Previo a resolver la solicitud radicada por la parte demandante, es necesario por 

el Despacho precisar que si bien la solicitud de sentencia anticipada fue radicada 

con anterioridad a la expedición de la Ley 2080 de 2021; normatividad mediante la 

cual se reformó el “CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011” y se implementó a 

través de su artículo 42 la figura jurídica de “sentencia anticipada”, también es 

cierto, que el artículo 13 del Decreto 806 de 2020, ya contemplaba esta figura, así 

como también que la Ley 2080 de 2021 en su artículo 86 estableció lo siguiente: 

 
“De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 
del Código General del Proceso, las reformas procesales introducidas en esta ley 
prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el momento de su 
publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 
1437 de 2011. 
 
En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, 
las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 
comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 
se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las 
pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 
promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

 
Luego, es perfectamente procedente dar el trámite de sentencia anticipada al 

proceso en estudio, en el entendido que el estadio procesal en el cual se 

encuentra así lo permite y no se enmarca dentro de alguna de las circunstancias 

previstas por el propio legislador, y además, la aplicación a esta figura es 

facultativa del Juez del proceso al encontrar reunidos los presupuestos para tal 

efecto. 

 

Ahora bien, atendiendo que el proceso de la referencia se enmarca dentro de las 

causales establecidas en el artículo 182ª del CPACA, para proferir sentencia 

anticipada, ello por cuanto: i) es un asunto de puro derecho, ii) el despacho no 
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observa la necesidad de practicar pruebas, iii) no se formularon respecto a las 

pruebas allegadas con la demanda o la contestación ningún tipo de tacha o 

desconocimiento por parte de los extremos en litis, y iv) no solicitaron pruebas. 

 

El Despacho, previo a pronunciarse sobre la solicitud probatoria, y las pruebas del 

proceso, como lo ordena el mismo artículo en cita, procede a fijar el litigio en la 

controversia bajo estudio, paso lógico en materia procesal, y así proceder a 

determinar la pertinencia, conducencia y utilidad de las pruebas. 

 

2.2. Fijación del litigio. 

 
La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 30 de enero de 2019 frente a la petición presentada el día 29 

de octubre de 2018, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR 

MORA (…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a 

un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados desde los setenta (70) 

días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 

demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 

 

Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio guardó silencio.  

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 
➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el día 29 de octubre de 
2018 y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción 
por mora al docente demandante, en razón de que las entidades 
demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 
1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 
parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 
medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 
2.2.1. De las pruebas. 
 
2.2.1.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda. 
 
Se tendrán como pruebas los documentos aportados por la parte demandante con 

la demanda, los cuales reposan en el expediente digital y se les dará el valor 

probatorio que por Ley les corresponda. 

 

2.2.1.2. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 

 

2.3. Traslado para alegar. 
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Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 2 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.1.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 2, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 2 

del presente auto. 

 

CUARTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral tercero de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado 

ingresar el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

 
 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 



 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: b1195b6185b9b460f0037780a9bf426c862a0970facff7762c64b2f52b18854f

Documento generado en 24/05/2021 12:47:18 PM



 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00210-00 

DEMANDANTE: ALDEMAR VILLAMIZAR GAMBOA 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

En primera medida, debe señalarse que en el asunto de la referencia se solicitó por 

la parte demandante dar terminación del proceso en los términos del artículo 176 

de la Ley 1437 de 2011, en virtud del acuerdo de transacción celebrado con la 

entidad demandada, sin embargo, y luego de realizarse una solicitud probatoria por 

parte del Despacho a los extremos en litis a efectos de dar cumplimiento a los 

requisitos fijados en el apartado legal en cita, se tiene que no se cumplieron por los 

mismos con dichas cargas. 

 

Acto seguido, se radicó por la apoderada de la parte demandante solicitud de 

desistimiento de “las pretensiones formuladas en la demanda en forma 

condicionada, a efectos de que no se disponga condena en costas, lo anterior con 

fundamento en el artículo 316 numeral 4 del Código General del Proceso, aplicable 

ante la jurisdicción administrativa, en virtud de la remisión efectuada por el artículo 

306 de la Ley 1437 de 2011”. 

 

Petitorio del cual se corrió traslado por la secretaría de este Despacho Judicial a la 

entidad demandada a efectos de que se pronunciará respecto al mismo, frente a la 

cual, se decidió por dicho extremo guardar silencio. 

 

Para resolver, se considera: 

 

Inicialmente debe precisarse, que resulta necesario acudir a lo regulado en materia 

en el Código General del Proceso, ya que, en el estatuto procesal de la jurisdicción 

contenciosa administrativa, no se regula de manera expresa lo relativo al 

desistimiento de las pretensiones de la demanda. 

 

En efecto, el artículo 314 de la Ley 1564 del 2012, señala sobre el desistimiento de 

las pretensiones lo siguiente: 

 
“El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado 

sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior 

por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, se 

entenderá que comprende el del recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia”. 
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En consecuencia, como la solicitud de terminación del proceso fue presentada antes 

de fijar la fecha de audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, además, no se expresó oposición alguna por la parte demandada, y en virtud 

a que la apoderada de la parte actora allegó memorial poder con la facultad expresa 

de desistir, para el Despacho es procedente aceptar la solicitud presentada ya que 

cumple con los requisitos formales que exige la ley procesal para tal efecto. Esto 

es, (i) oportunidad, porque aún no se ha dictado sentencia y (ii) la manifestación la 

hace la parte interesada, por medio de su apoderado judicial, quien tiene la facultad 

expresa para desistir según mandato otorgado para tal efecto1.  

 

Por otra parte, el numeral 4 del artículo 316 del Código General del Proceso, señala 

que el juez podrá abstenerse de condenar en costas y perjuicios en los siguientes 

casos: 

 
“4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones que de forma 

condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. 

De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en 

caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así solicitado. Si 

no hay oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas y 

expensas”. (Negrilla y subraya fuera de texto). 

 

Con fundamento en la disposición anterior, visto que la parte demandada guardó 

silencio respecto a la solicitud de desistimiento de la demanda, el Despacho se 

abstendrá de imponer costas y expensas a la parte actora conforme lo preceptuado 

a la norma citada2. 

 

Por lo expuesto, y en atención a lo dispuesto en el artículo 316 de la Ley 1564 del 

2012, este despacho acepta el desistimiento de la demanda por pago de la 

obligación y se abstendrá de condenar en costas a la parte demandante. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto el Juzgado Sexto Administrativo Oral De 

Cúcuta, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de la demanda presentada por el apoderado 

de la parte demandante por pago de la obligación, de conformidad con las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia 

 

SEGUNDO: ABSTENERSE de condenar en costas a la parte demandante, por las 

razones expuestas 

 

TERCERO: DECLARAR terminado el presente proceso. En firme, ARCHÍVESE el 

expediente. 

 

 
1 Consejo de Estado, Sección Cuarta, auto del 03 de septiembre de 2015, proferido por la Magistrada Ponente Martha teresa 
Briseño de valencia. Bajo el radicado No. 080012331000-2012-00356-01 (20626). 
2 Consejo de Estado, sección primera, auto del 27 de octubre de 2017, Consejera Ponente, María Elizabeth García González., 
bajo el radicado No. 11001-03-24-000-2015-00363-00. 



Página 3 de 3 
Radicado: 54-001-33-33-006-2019-00210-00 

Auto termina proceso 

 
 

CUARTO: RECONOCER personería a la abogada LINA PAOLA REYES 

HERNANDEZ, como apoderada de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los 

términos y para los efectos del memorial poder a ella otorgado en el expediente 

digital. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

______________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 4b95ce459f9b8df24c1d95cdd1bd0a77f13f0b8281c48ba29417ad8c210672fc

Documento generado en 24/05/2021 12:29:16 PM



 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00259-00 

DEMANDANTE: JIMMY ALONSO TRILLOS NAVARRO 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

En primera medida, debe señalarse que en el asunto de la referencia se solicitó por 

la parte demandante dar terminación del proceso en los términos del artículo 176 

de la Ley 1437 de 2011, en virtud del acuerdo de transacción celebrado con la 

entidad demandada, sin embargo, y luego de realizarse una solicitud probatoria por 

parte del Despacho a los extremos en litis a efectos de dar cumplimiento a los 

requisitos fijados en el apartado legal en cita, se tiene que no se cumplieron por los 

mismos con dichas cargas. 

 
Acto seguido, se radicó por la apoderada de la parte demandante solicitud de 

desistimiento de “las pretensiones formuladas en la demanda en forma 

condicionada, a efectos de que no se disponga condena en costas, lo anterior con 

fundamento en el artículo 316 numeral 4 del Código General del Proceso, aplicable 

ante la jurisdicción administrativa, en virtud de la remisión efectuada por el artículo 

306 de la Ley 1437 de 2011”. 

 

Petitorio del cual se corrió traslado por la secretaría de este Despacho Judicial a la 

entidad demandada a efectos de que se pronunciará respecto al mismo, frente a la 

cual, se decidió por dicho extremo guardar silencio. 

 

Para resolver, se considera: 

 

Inicialmente debe precisarse, que en tratándose de desistimiento, resulta necesario 

acudir a lo regulado en materia en el Código General del Proceso, ya que, en el 

estatuto procesal de la jurisdicción contenciosa administrativa, no se regula de 

manera expresa esta figura procesal.  

 

En efecto, el artículo 314 de la Ley 1564 del 2012, señala sobre el desistimiento de 

las pretensiones lo siguiente: 

 
“El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado 

sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior 

por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, se 

entenderá que comprende el del recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia”. 
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En consecuencia, como la solicitud de terminación del proceso fue presentada antes 

de fijar la fecha de audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, además, no se expresó oposición alguna por la parte demandada, y en virtud 

a que la apoderada de la parte actora allegó memorial poder con la facultad expresa 

de desistir, para el Despacho es procedente aceptar la solicitud presentada ya que 

cumple con los requisitos formales que exige la ley procesal para tal efecto. Esto 

es, (i) oportunidad, porque aún no se ha dictado sentencia y (ii) la manifestación la 

hace la parte interesada, por medio de su apoderado judicial, quien tiene la facultad 

expresa para desistir según mandato otorgado para tal efecto1.  

 

Por otra parte, el numeral 4 del artículo 316 del Código General del Proceso, señala 

que el juez podrá abstenerse de condenar en costas y perjuicios en los siguientes 

casos: 

 
“4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones que de forma 

condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. 

De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en 

caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así solicitado. Si no hay 

oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas y expensas”. 

(Negrilla y subraya fuera de texto). 

 

Con fundamento en la disposición anterior, visto que la parte demandada guardó 

silencio respecto a la solicitud de desistimiento de la demanda, el Despacho se 

abstendrá de imponer costas y expensas a la parte actora conforme lo preceptuado 

a la norma citada2. 

 

Por lo expuesto, y en atención a lo dispuesto en el artículo 316 de la Ley 1564 del 

2012, este despacho acepta el desistimiento de la demanda por pago de la 

obligación y se abstendrá de condenar en costas a la parte demandante. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto el Juzgado Sexto Administrativo Oral De 

Cúcuta, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de la demanda presentada por el apoderado 

de la parte demandante por pago de la obligación, de conformidad con las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia 

 

SEGUNDO: ABSTENERSE de condenar en costas a la parte demandante, por las 

razones expuestas 

 

TERCERO: DECLARAR terminado el presente proceso. En firme, archívese el 

expediente. 

 

 
1 Consejo de Estado, Sección Cuarta, auto del 03 de septiembre de 2015, proferido por la Magistrada Ponente Martha teresa 
Briseño de valencia. Bajo el radicado No. 080012331000-2012-00356-01 (20626). 
2 Consejo de Estado, sección primera, auto del 27 de octubre de 2017, Consejera Ponente, María Elizabeth García González., 
bajo el radicado No. 11001-03-24-000-2015-00363-00. 
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CUARTO: RECONOCER personería a la abogada LINA PAOLA REYES 

HERNANDEZ, como apoderada de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los 

términos y para los efectos del memorial poder a ella otorgado en el expediente 

digital. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

______________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 47a81c51ad0c89937477e81beda67edaa365bd374c43d9bb0db89a341d937caa
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00265-00 

DEMANDANTE: MARTHA SOCORRO RAMIREZ MENDOZA 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

En primera medida, debe señalarse que en el asunto de la referencia se solicitó por 

la parte demandante dar terminación del proceso en los términos del artículo 176 

de la Ley 1437 de 2011, en virtud del acuerdo de transacción celebrado con la 

entidad demandada, sin embargo, y luego de realizarse una solicitud probatoria por 

parte del Despacho a los extremos en litis a efectos de dar cumplimiento a los 

requisitos fijados en el apartado legal en cita, se tiene que no se cumplieron por los 

mismos con dichas cargas. 

 

Acto seguido, se radicó por la apoderada de la parte demandante solicitud de 

desistimiento de “las pretensiones formuladas en la demanda en forma 

condicionada, a efectos de que no se disponga condena en costas, lo anterior con 

fundamento en el artículo 316 numeral 4 del Código General del Proceso, aplicable 

ante la jurisdicción administrativa, en virtud de la remisión efectuada por el artículo 

306 de la Ley 1437 de 2011”. 

 

Petitorio del cual se corrió traslado por la secretaría de este Despacho Judicial a la 

entidad demandada a efectos de que se pronunciará respecto al mismo, frente a la 

cual, se decidió por dicho extremo guardar silencio. 

 

Para resolver, se considera: 

 

Inicialmente debe precisarse, que resulta necesario acudir a lo regulado en materia 

en el Código General del Proceso, ya que, en el estatuto procesal de la jurisdicción 

contenciosa administrativa, no se regula de manera expresa lo relativo al 

desistimiento de las pretensiones de la demanda. 

 

En efecto, el artículo 314 de la Ley 1564 del 2012, señala sobre el desistimiento de 

las pretensiones lo siguiente: 

 
“El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado 

sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior 

por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, se 

entenderá que comprende el del recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia”. 
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En consecuencia, como la solicitud de terminación del proceso fue presentada antes 

de fijar la fecha de audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, además, no se expresó oposición alguna por la parte demandada, y en virtud 

a que la apoderada de la parte actora allegó memorial poder con la facultad expresa 

de desistir, para el Despacho es procedente aceptar la solicitud presentada ya que 

cumple con los requisitos formales que exige la ley procesal para tal efecto. Esto 

es, (i) oportunidad, porque aún no se ha dictado sentencia y (ii) la manifestación la 

hace la parte interesada, por medio de su apoderado judicial, quien tiene la facultad 

expresa para desistir según mandato otorgado para tal efecto1.  

 

Por otra parte, el numeral 4 del artículo 316 del Código General del Proceso, señala 

que el juez podrá abstenerse de condenar en costas y perjuicios en los siguientes 

casos: 

 
“4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones que de forma 

condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. 

De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en 

caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así solicitado. Si 

no hay oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas y 

expensas”. (Negrilla y subraya fuera de texto). 

 

Con fundamento en la disposición anterior, visto que la parte demandada guardó 

silencio respecto a la solicitud de desistimiento de la demanda, el Despacho se 

abstendrá de imponer costas y expensas a la parte actora conforme lo preceptuado 

a la norma citada2. 

 

Por lo expuesto, y en atención a lo dispuesto en el artículo 316 de la Ley 1564 del 

2012, este despacho acepta el desistimiento de la demanda por pago de la 

obligación y se abstendrá de condenar en costas a la parte demandante. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto el Juzgado Sexto Administrativo Oral De 

Cúcuta, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de la demanda presentada por el apoderado 

de la parte demandante por pago de la obligación, de conformidad con las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia 

 

SEGUNDO: ABSTENERSE de condenar en costas a la parte demandante, por las 

razones expuestas 

 

TERCERO: DECLARAR terminado el presente proceso. En firme, ARCHÍVESE el 

expediente. 

 

 

 
1 Consejo de Estado, Sección Cuarta, auto del 03 de septiembre de 2015, proferido por la Magistrada Ponente Martha teresa 
Briseño de valencia. Bajo el radicado No. 080012331000-2012-00356-01 (20626). 
2 Consejo de Estado, sección primera, auto del 27 de octubre de 2017, Consejera Ponente, María Elizabeth García González., 
bajo el radicado No. 11001-03-24-000-2015-00363-00. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

______________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: b69bc3bb5b93fbb630d5a825dcf5e60fd49d7b4d528f24e7ae446f9f8d9ce01a

Documento generado en 24/05/2021 12:32:54 PM



 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00304-00 

DEMANDANTE: LUZ STELLA CHAPARRO ARCINIEGAS 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

En primera medida, debe señalarse que en el asunto de la referencia se solicitó por 

la parte demandante dar terminación del proceso en los términos del artículo 176 

de la Ley 1437 de 2011, en virtud del acuerdo de transacción celebrado con la 

entidad demandada, sin embargo, y luego de realizarse una solicitud probatoria por 

parte del Despacho a los extremos en litis a efectos de dar cumplimiento a los 

requisitos fijados en el apartado legal en cita, se tiene que no se cumplieron por los 

mismos con dichas cargas. 

 

Acto seguido, se radicó por la apoderada de la parte demandante solicitud de 

desistimiento de “las pretensiones formuladas en la demanda en forma 

condicionada, a efectos de que no se disponga condena en costas, lo anterior con 

fundamento en el artículo 316 numeral 4 del Código General del Proceso, aplicable 

ante la jurisdicción administrativa, en virtud de la remisión efectuada por el artículo 

306 de la Ley 1437 de 2011”. 

 

Petitorio del cual se corrió traslado por la secretaría de este Despacho Judicial a la 

entidad demandada a efectos de que se pronunciará respecto al mismo, frente a la 

cual, se decidió por dicho extremo guardar silencio. 

 

Para resolver, se considera: 

 

Inicialmente debe precisarse, que resulta necesario acudir a lo regulado en materia 

en el Código General del Proceso, ya que, en el estatuto procesal de la jurisdicción 

contenciosa administrativa, no se regula de manera expresa lo relativo al 

desistimiento de las pretensiones de la demanda. 

 

En efecto, el artículo 314 de la Ley 1564 del 2012, señala sobre el desistimiento de 

las pretensiones lo siguiente: 

 
“El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado 

sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior 

por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, se 

entenderá que comprende el del recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia”. 
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En consecuencia, como la solicitud de terminación del proceso fue presentada antes 

de fijar la fecha de audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, además, no se expresó oposición alguna por la parte demandada, y en virtud 

a que la apoderada de la parte actora allegó memorial poder con la facultad expresa 

de desistir, para el Despacho es procedente aceptar la solicitud presentada ya que 

cumple con los requisitos formales que exige la ley procesal para tal efecto. Esto 

es, (i) oportunidad, porque aún no se ha dictado sentencia y (ii) la manifestación la 

hace la parte interesada, por medio de su apoderado judicial, quien tiene la facultad 

expresa para desistir según mandato otorgado para tal efecto1.  

 

Por otra parte, el numeral 4 del artículo 316 del Código General del Proceso, señala 

que el juez podrá abstenerse de condenar en costas y perjuicios en los siguientes 

casos: 

 
“4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones que de forma 

condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. 

De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en 

caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así solicitado. Si 

no hay oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas y 

expensas”. (Negrilla y subraya fuera de texto). 

 

Con fundamento en la disposición anterior, visto que la parte demandada guardó 

silencio respecto a la solicitud de desistimiento de la demanda, el Despacho se 

abstendrá de imponer costas y expensas a la parte actora conforme lo preceptuado 

a la norma citada2. 

 

Por lo expuesto, y en atención a lo dispuesto en el artículo 316 de la Ley 1564 del 

2012, este despacho acepta el desistimiento de la demanda por pago de la 

obligación y se abstendrá de condenar en costas a la parte demandante. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto el Juzgado Sexto Administrativo Oral De 

Cúcuta, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de la demanda presentada por el apoderado 

de la parte demandante por pago de la obligación, de conformidad con las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia 

 

SEGUNDO: ABSTENERSE de condenar en costas a la parte demandante, por las 

razones expuestas 

 

TERCERO: DECLARAR terminado el presente proceso. En firme, ARCHÍVESE el 

expediente. 

 

 
1 Consejo de Estado, Sección Cuarta, auto del 03 de septiembre de 2015, proferido por la Magistrada Ponente Martha teresa 
Briseño de valencia. Bajo el radicado No. 080012331000-2012-00356-01 (20626). 
2 Consejo de Estado, sección primera, auto del 27 de octubre de 2017, Consejera Ponente, María Elizabeth García González., 
bajo el radicado No. 11001-03-24-000-2015-00363-00. 
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CUARTO: RECONOCER personería a la abogada LINA PAOLA REYES 

HERNANDEZ, como apoderada de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los 

términos y para los efectos del memorial poder a ella otorgado en el expediente 

digital. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

______________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2019-00305-00 

DEMANDANTE: JOSE MARIA DUARTE PÉREZ 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
1. ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el Despacho a dar trámite al presente asunto, en virtud de lo establecido 

en la Ley 1437 de 2011, Ley 2080 de 2021 y el Decreto 806 de 2020, 

disponiéndose a resolver lo concerniente a la solicitud de sentencia anticipada en 

el presente asunto, conforme a las siguientes: 

 
2. CONSIDERACIONES 

 
2.1. Trámite de sentencia anticipada. 
 
Previo a resolver la solicitud radicada por la parte demandante, es necesario por 

el Despacho precisar que si bien la solicitud de sentencia anticipada fue radicada 

con anterioridad a la expedición de la Ley 2080 de 2021; normatividad mediante la 

cual se reformó el “CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011” y se implementó a 

través de su artículo 42 la figura jurídica de “sentencia anticipada”, también es 

cierto, que el artículo 13 del Decreto 806 de 2020, ya contemplaba esta figura, así 

como también que la Ley 2080 de 2021 en su artículo 86 estableció lo siguiente: 

 
“De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 
del Código General del Proceso, las reformas procesales introducidas en esta ley 
prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el momento de su 
publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 
1437 de 2011. 
 
En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, 
las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 
comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 
se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las 
pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se 
promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

 

Luego, es perfectamente procedente dar el trámite de sentencia anticipada al 

proceso en estudio, en el entendido que el estadio procesal en el cual se 

encuentra así lo permite y no se enmarca dentro de alguna de las circunstancias 

previstas por el propio legislador, y además, la aplicación a esta figura es 

facultativa del Juez del proceso al encontrar reunidos los presupuestos para tal 

efecto. 

 

Ahora bien, atendiendo que el proceso de la referencia se enmarca dentro de las 

causales establecidas en el artículo 182 A, para proferir sentencia anticipada, ello 

por cuanto: i) es un asunto de puro derecho, ii) el despacho no observa la 
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necesidad de practicar pruebas, iii) no se formularon respecto a las pruebas 

allegadas con la demanda o la contestación ningún tipo de tacha o 

desconocimiento por parte de los extremos en litis, y iv) no solicitaron pruebas. 

 

El Despacho, previo a pronunciarse sobre la solicitud probatoria, y las pruebas del 

proceso, como lo ordena el mismo artículo en cita, procede a fijar el litigio en la 

controversia bajo estudio, paso lógico en materia procesal, y así proceder a 

determinar la pertinencia, conducencia y utilidad de las pruebas. 

 

2.2. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 26 de mayo de 2019 frente a la petición presentada el día 25 

de febrero de 2019, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR MORA 

(…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) 

día de su salario por cada día de retardo, contados desde los setenta (70) días 

hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la demandada 

y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 

 

Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio guardó silencio.  

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 
➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el día 25 de febrero de 
2019 y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción 
por mora al docente demandante, en razón de que las entidades 
demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 
1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 
parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 
medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 
2.2.1. De las pruebas. 
 
2.2.1.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda. 
 
Se tendrán como pruebas los documentos aportados por la parte demandante con 

la demanda, los cuales reposan en el expediente digital y se les dará el valor 

probatorio que por Ley les corresponda. 

 

2.2.1.2. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 
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2.3. Traslado para alegar. 
 
Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 2 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.1.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 2, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 2 

del presente auto. 

 

CUARTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral tercero de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado 

ingresar el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
San José de Cúcuta, Mayo veinticuatro (24) de dos mil veintiuno (2021) 

 

 
 

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2020-0006-00 

DEMANDANTE: JHON JAIRO BAUTISTA RIVERO Y OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

 
 

Atendiendo el informe secretarial y una vez realizado el estudio de admisibilidad 

de la demanda encuentra el despacho que la misma debe ser rechazada por 

caducidad, conforme las siguientes  

 
CONSIDERACIONES: 

 
Los señores JHON JAIRO BAUTISTA RIVERA, ELEAZAR LÓPEZ MEZA y la 

señora YOLANDA RIVERA DE BAUTISTA, por intermedio de apoderado judicial, 

presentan demanda de REPARACIÓN DIRECTA, a fin de que se  declare la 

responsabilidad patrimonial y extracontractual de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, por los daños antijurídicos sufridos por los 

demandantes como consecuencia del acto terrorista perpetrado el 16 de 

noviembre de 2016, en contra del Escuadrón Móvil Antidisturbios – ESMAD – 

adscrito a dicha institución policial, bajo el fundamento de imputación objetiva de 

daño especial o por el que se demuestre en virtud del principio iura novit curia. 

 
Seguidamente se solicitan perjuicios del orden moral, por el daño a la salud y por 

concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente. 

 
Como sustentación fáctica de la demanda, se indica que los demandantes 

ostentan la condición de propietarios de un lote de terreno junto a su casa de 

habitación ubicado en el barrio Juan Atalaya I Etapa, Avenida 17 A Nro. 4AN-44 

Lote 16 Manzana F3 ficha catastral N° 01 08 038 5001 5000. E identificado con 

certificado de libertad y tradición N° 260-33222. 

 
Que el 16 de noviembre de 2016, se registró el estallido de un petardo, cuyo 

objetivo era afectar el camión del escuadrón Antidisturbios (Grupo Esmad de la 

Policía Nacional) que se movilizaba por el sector del barrio Atalaya, y con ello a los 

miembros que lo ocupaban. 
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Que el acto terrorista antes referido, ocasiono a los demandantes una serie de 

perjuicios de orden material en la modalidad de daño emergente por cuanto la 

onda explosiva causó un deterioro significativo en la infraestructura de la vivienda 

de su propiedad, razón por la cual debieron trasladarse del inmueble, causándoles 

una serie de erogaciones. 

 
Que el acto terrorista, les causó y sigue causando perjuicios de índole material a la 

señora Neyla Malleli López y a sus menores hijas, toda vez que el miedo y la 

zozobra constante de que pueda repetirse un acto de igual o mayor impacto, 

afectó de forma gravosa su tranquilidad y salud psicológica.   

 
Se aduce que el daño antijurídico sufrido por la parte accionante es atribuible 

jurídicamente a la entidad accionada, por un fundamento de imputación objetiva, o 

por el que se demuestre en virtud de la regla iura novit curia. 

                                                                                                                                                   
Precisado lo anterior, advierte el despacho que en tratándose del medio de control 

de reparación directa consagrado en el artículo 140 del CPACA, la demanda 

deberá ser presentada, conforme lo establece el numeral 2 literal i) del artículo 164 

del CPACA, en los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad:  

 

“… 

i)  Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse 

dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al 

de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando 

el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en 

fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo 

conocido en la fecha de su ocurrencia.  

 

Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación directa 

derivada del delito de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en 

que aparezca la víctima o en su defecto desde la ejecutoria del fallo definitivo 

adoptado en el proceso penal, sin perjuicio de que la demanda con tal 

pretensión pueda intentarse desde el momento en que ocurrieron los hechos 

que dieron origen a la desaparición.  

…” 

 

En el sub lite, se advierte conforme los hechos de la demanda, que el daño sufrido 

por los demandantes deviene de la explosión de un petardo cuyo objetivo era 

afectar el camión del Escuadrón Antidisturbios de la Policía Nacional, acaecido el 

16 de noviembre de 2016, con el cual se causaron daños materiales al inmueble 

de su propiedad, así como también se aducen perjuicios de orden moral y por 

daño a la salud. 
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En este sentido, contaba el accionante con el término para presentar la demanda 

hasta el 17 de noviembre de 2018. No obstante, este término fue interrumpido por 

23 días, con la presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial el día 04 de 

agosto de 2017 la cual fue declarada fallida el 27 de septiembre del mismo año1, 

contando la parte demandante, hasta el 10 de diciembre de 2018 para radicar su 

demanda.  

 
Sin embargo, advierte el despacho que la demanda solo fue presentada ante la 

oficina de apoyo judicial hasta el día del 13 de enero de 20202, superando de esta 

manera el término de los 2 años indicados por la norma que contempla la 

oportunidad para presentar la demanda en término. 

 
En razón de los argumentos fácticos como normativos que preceden, debe darse 

aplicación al numeral 1º del artículo 169 de la Ley 1437 de 2011 que señala: 

 
“Artículo 169: Se rechazará la demanda y se ordenará la devolución de los 
anexos en los siguientes casos: 
 
1. Cuando hubiere operado la caducidad. 
2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda 
dentro de la oportunidad legalmente establecida. 
3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial”. 

 
En efecto, de la confrontación de la norma mencionada con la situación objeto de 

estudio es claro que ha operado el fenómeno de caducidad del medio de control, 

lo que obliga indefectiblemente al rechazo de la misma a efectos de evitar un fallo 

inhibitorio. 

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral de Cúcuta, 

 
R E S U E L V E: 

 
PRIMERO: RECHÁCESE la demanda que por el medio de control de 

REPARACIÓN DIRECTA, es presentada por los señores JHON JAIRO 

BAUTISTA RIVERA, ELEAZAR LÓPEZ MEZA y la señora YOLANDA RIVERA 

DE BAUTISTA, por intermedio de apoderado judicial, por las razones expuestas 

en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: RECONÓZCASE personería para actuar a los abogados ANDRÉS 

ESTEBÁN JAIMES GRIMALDOS, y CRISANTO ESTEBAN JAIMES DÍAZ, como 

 
1 Ver folio 13. Constancia emitida por la Procuraduría 98 Judicial I para Asuntos Administrativos. 
2 Ver folio 8 vuelto del expediente físico. 
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apoderados principal y sustituto de la parte demandante conforme y para los 

efectos del poder que obra en el expediente3. 

 
TERCERO: DEVUÉLVANSE los anexos de la la demanda sin necesidad de 

desglose y archívese el expediente, previas las anotaciones secretariales a que 

haya lugar. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

Juez.- 

 

 

 

 

 
3 Ver folio 9 al 10. 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
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Secretaria  

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: ff8d4149e4e20c07c20fecc276db2d32d4a7d74d3aacda81100b269b3c4430e1

Documento generado en 24/05/2021 12:18:59 PM



 

 
 
 
 
 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, Mayo veinticuatro (24) de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2020-00014-00 

DEMANDANTE: ALIX TERESA VILLAMIZAR BARBOSA 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 

 
 

En el estudio de admisibilidad de la demanda, advierte el despacho que se hace 

necesario ordenar su corrección por lo siguiente: 

 

Conforme lo establecido por el artículo 162 del CPACA. Toda demanda deberá 

contener: 

 

“ 

1.- La designación de las partes y sus representantes. 

 

2.- Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias 

pretensiones se formularán por separado, con observancia de lo dispuesto 

en este mismo código para la acumulación de pretensiones. 

…” 

 

En el sub lite, se advierte que se demanda a la NACION – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, respecto de los actos administrativos de fechas 11 de julio de 2014 

y 24 de julio de 2014.  

 

Sin embargo a folio 34 del expediente, al ser requerida la apoderada por el 

Tribunal Administrativo de Norte de Santander, para efectuar corrección de la 

demanda en cuanto a allegar copia del acto administrativo de fecha 11 de julio de 

2007 proferido por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o 

de lo contrario se proceda a realizar la correcta identificación de los actos 

acusados, se incluyen nuevas pretensiones de nulidad respecto de actos 

administrativos proferidos por la UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y PARAFISCALES  DE LA PROTECCION SOCIAL – UGPP-, 

entidad que no fue designada como parte demandada, y respecto de la cual, 

tampoco se cuenta con poder para demandar otorgado por la demandante, 

situación que deberá aclararse y corregirse.   

 

Por lo anteriormente expuesto, atendiendo las facultades conferidas en el artículo 

170 del CPACA, se inadmitirá la demanda otorgando el termino de diez (10) días 

para su corrección.  

 

En razón de lo expuesto, se  
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   

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: INADMITASE la demanda de la referencia, otorgándose el término de 

diez (10) días para su corrección, conforme a las razones expuestas en la parte 

motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: De conformidad con lo establecido en el artículo 3 del Decreto 806 de 

2020, se advierte que la corrección de la demanda, así como cualquier memorial 

que se pretenda incorporar al proceso, se debe enviar al correo electrónico de 

este despacho judicial adm06cuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 
Jueza 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
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En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA 
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 
EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2020-00019-00 

DEMANDANTE: CARMEN CECILIA DUARTE CARRILLO 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

En primera medida, debe señalarse que en el asunto de la referencia se solicitó por 

la parte demandante dar terminación del proceso en los términos del artículo 176 

de la Ley 1437 de 2011, en virtud del acuerdo de transacción celebrado con la 

entidad demandada, sin embargo, y luego de realizarse una solicitud probatoria por 

parte del Despacho a los extremos en litis a efectos de dar cumplimiento a los 

requisitos fijados en el apartado legal en cita, se tiene que no se cumplieron por los 

mismos con dichas cargas. 

 

Acto seguido, se radicó por la apoderada de la parte demandante solicitud de 

desistimiento de “las pretensiones formuladas en la demanda en forma 

condicionada, a efectos de que no se disponga condena en costas, lo anterior con 

fundamento en el artículo 316 numeral 4 del Código General del Proceso, aplicable 

ante la jurisdicción administrativa, en virtud de la remisión efectuada por el artículo 

306 de la Ley 1437 de 2011”. 

 

Petitorio del cual se corrió traslado por la secretaría de este Despacho Judicial a la 

entidad demandada a efectos de que se pronunciará respecto al mismo, frente a la 

cual, se decidió por dicho extremo guardar silencio. 

 

Para resolver, se considera: 

 

Inicialmente debe precisarse, que resulta necesario acudir a lo regulado en materia 

en el Código General del Proceso, ya que, en el estatuto procesal de la jurisdicción 

contenciosa administrativa, no se regula de manera expresa lo relativo al 

desistimiento de las pretensiones de la demanda. 

 

En efecto, el artículo 314 de la Ley 1564 del 2012, señala sobre el desistimiento de 

las pretensiones lo siguiente: 

 
“El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado 

sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior 

por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, se 

entenderá que comprende el del recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia”. 
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En consecuencia, como la solicitud de terminación del proceso fue presentada antes 

de fijar la fecha de audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 

2011, además, no se expresó oposición alguna por la parte demandada, y en virtud 

a que la apoderada de la parte actora allegó memorial poder con la facultad expresa 

de desistir, para el Despacho es procedente aceptar la solicitud presentada ya que 

cumple con los requisitos formales que exige la ley procesal para tal efecto. Esto 

es, (i) oportunidad, porque aún no se ha dictado sentencia y (ii) la manifestación la 

hace la parte interesada, por medio de su apoderado judicial, quien tiene la facultad 

expresa para desistir según mandato otorgado para tal efecto1.  

 

Por otra parte, el numeral 4 del artículo 316 del Código General del Proceso, señala 

que el juez podrá abstenerse de condenar en costas y perjuicios en los siguientes 

casos: 

 
“4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones que de forma 

condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. 

De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en 

caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así solicitado. Si no hay 

oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas y expensas”. 

(Negrilla y subraya fuera de texto). 

 

Con fundamento en la disposición anterior, visto que la parte demandada guardó 

silencio respecto a la solicitud de desistimiento de la demanda, el Despacho se 

abstendrá de imponer costas y expensas a la parte actora conforme lo preceptuado 

a la norma citada2. 

 

Por lo expuesto, y en atención a lo dispuesto en el artículo 316 de la Ley 1564 del 

2012, este despacho acepta el desistimiento de la demanda por pago de la 

obligación y se abstendrá de condenar en costas a la parte demandante. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto el Juzgado Sexto Administrativo Oral De 

Cúcuta, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de la demanda presentada por el apoderado 

de la parte demandante por pago de la obligación, de conformidad con las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia 

 

SEGUNDO: ABSTENERSE de condenar en costas a la parte demandante, por las 

razones expuestas 

 

TERCERO: DECLARAR terminado el presente proceso. En firme, ARCHÍVESE el 

expediente. 

 

 
1 Consejo de Estado, Sección Cuarta, auto del 03 de septiembre de 2015, proferido por la Magistrada Ponente Martha teresa 
Briseño de valencia. Bajo el radicado No. 080012331000-2012-00356-01 (20626). 
2 Consejo de Estado, sección primera, auto del 27 de octubre de 2017, Consejera Ponente, María Elizabeth García González., 
bajo el radicado No. 11001-03-24-000-2015-00363-00. 
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CUARTO: RECONOCER personería a la abogada LINA PAOLA REYES 

HERNANDEZ, como apoderada de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los 

términos y para los efectos del memorial poder a ella otorgado en el expediente 

digital. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

______________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2020-00022-00 

DEMANDANTE: TERESA BOADA ROLON 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

Visto el informe secretarial que precede, se estaría en la oportunidad procesal de 

fijar fecha y hora para llevar a cabo la audiencia inicial consagrada en el artículo 

180 del CPACA. Sin embargo, atendiendo las previsiones establecidas en el 

artículo 182A del CPACA adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, y 

por configurarse en el presente caso, por lo menos tres situaciones que permiten 

dictar sentencia anticipada, esto es, las contempladas en el numeral 1 literales a, b 

y c), de la misma normativa, procede el Despacho a dar trámite al presente 

asunto, como de sentencia anticipada.  

 

Así mismo, atendiendo las previsiones establecidas en el parágrafo primero ibidem 

se procede a fijar el litigio en los siguientes términos: 

 

1.1. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 31 de julio de 2019 frente a la petición presentada el día 30 

de abril de 2019, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR MORA 

(…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) 

día de su salario por cada día de retardo, contados desde los sesenta y cinco (65) 

días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 

demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 

 

Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 

5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 
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Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 

 

En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 

de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 
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Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Asimismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con cargo 

a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, refiere la 

apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad que 

representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la eventual 

condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que emita el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el parágrafo 

transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la propia 

disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a diciembre 

de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de títulos de 

tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 30 de abril de 2019 y 

mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción por 

mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 

parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 
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2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Norte de Santander: a) A efectos de que certifique en qué 

fecha remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su 

aprobación. b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué 

fecha remitió a la Fiduprevisora la resolución No. 416 del 28 de enero de 2019, para el 

pago de las cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es la certificación emitida por la 

entidad Fiduprevisora S.A., y contra la cual, no se presentó formulación de 

tacha o inquietud alguna. 

 

➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 
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descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 

 

2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 
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anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 
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EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2020-00023-00 

DEMANDANTE: 

COOPERATIVA DE VIGILANCIA Y SERVICIOS DE 
BUCARAMANGA CTA - COOVIAM CTA. Y SEGURIDAD CENTRAL 
LTDA. 

DEMANDADO: 
NACION – MINISTERIO DEL TRABAJO DIRECCION 
TERRITORIAL DE SANTANDER 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
 

En el estudio de admisibilidad de la demanda, advierte el despacho que se hace 

necesario ordenar su corrección por lo siguiente: 

 

1.- Conforme lo establecido por el artículo 74 del Código General del Proceso, el 

poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse por documento 

privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y 

claramente identificados. 

 

En el sub lite si bien se anexa poder a folios 28 y 32 de la demanda, el mismo fue 

conferido para que inicie trámite ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo y presente demanda de nulidad y restablecimiento que se instaura 

en contra de la Nación – Ministerio del Trabajo- Dirección Territorial de Santander 

en calidad de demandado. Sin embargo, no se identifica de forma clara y precisa 

los actos administrativos cuya nulidad se solicita dentro de la demanda. 

Debiéndose por tanto aportar los poderes determinando los actos administrativos 

cuya nulidad se pretende con el respectivo medio de control.  

 

2.- Atendiendo las previsiones establecidas en el numeral 7 del artículo 162 del 

CPACA, modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, toda demanda 

deberá contener el lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien 

demanda recibirán las notificaciones personales. Para tal efecto, deberán indicar 

también su canal digital. 

 

En el caso concreto, pese a que se indica las direcciones electrónicas donde 

recibirán notificaciones la parte demandante y su apoderado, se requiere la 

indicación del canal digital habilitado por la entidad demandada para recibir 

notificaciones. 

 

Por lo anteriormente expuesto, atendiendo las facultades conferidas en el artículo 

170 del CPACA, se inadmitirá la demanda otorgando el termino de diez (10) días 

para su corrección.  

 

En razón de lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral de Cúcuta,   
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   

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: INADMITASE la demanda de la referencia, otorgándose el término de 

diez (10) días para su corrección, conforme a las razones expuestas en la parte 

motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: De conformidad con lo establecido en el artículo 3 del Decreto 806 de 

2020, se advierte que la corrección de la demanda, así como cualquier memorial 

que se pretenda incorporar al proceso, se debe enviar al correo electrónico de 

este despacho judicial adm06cuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 
Jueza 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA, 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

________________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
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   

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2020-00032-00 

DEMANDANTE: JOSÉ ANTONIO COTE RIVERA 

DEMANDADO: UNIVERSIDAD FRANCISCO DE PAULA SANTANDER 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 

 
 

Proveniente del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Cúcuta, quien remite el 

proceso de la referencia, en virtud a pronunciamiento emitido en segunda instancia 

por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cúcuta mediante proveído de fecha 28 

de noviembre de 2019, que resolvió declarar de oficio la nulidad de todo lo actuado 

por falta de jurisdicción a partir de la sentencia de primera instancia de fecha 07 de 

diciembre de 2018, proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito. 

 

En razón de lo anterior, se avoca el conocimiento del proceso. Sin embargo, en el 

estudio de admisibilidad de la demanda, advierte el despacho que se hace 

necesario ordenar su corrección por lo siguiente: 

 

1.- Conforme lo establecido por el artículo 138 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, toda persona que se crea 

lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que 

se declare la nulidad del acto administrativo particular ( oficio 007977 del 03 de 

octubre de 2017 suscrito por el Jefe División de recursos Humanos de la 

Universidad Francisco de Paula Santander) expreso o presunto, que se le 

restablezca el derecho. También podrán solicitar que se le repare el daño. 

 

En razón de lo anterior, deberá adecuarse la demanda, al medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho y contener los requisitos establecidos en los 

artículos 161 y 162 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 

 

2.- De conformidad con lo establecido en el artículo 162 numeral 8 adicionado por 

la Ley 2080 de 2021, el demandante al presentar la subsanación de la demanda 

que aquí se dispone, deberá enviar por correo electrónico copia de ella y de sus 

anexos a los demandados, a través del canal digital de la entidad demandada, o en 

caso de desconocerse el mismo, con el envío físico de los mismos. 

 

3.- Así mismo se advierte que atendiendo las previsiones del artículo 3 del Decreto 

806 de 2020, la adecuación de la demanda, así como cualquier memorial que se 

pretenda incorporar al proceso, se debe enviar al correo electrónico de éste 

despacho judicial adm06cuc@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

Por lo anteriormente expuesto, atendiendo las facultades conferidas en el artículo 

170 del CPACA, se inadmitirá la demanda otorgando el termino de diez (10) días 

para su corrección, so pena de rechazo de la misma. 

 

mailto:adm06cuc@cendoj.ramajudicial.gov.co
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   

En razón de lo expuesto, se  

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: INADMITASE la demanda de la referencia, otorgándose el término de 

diez (10) días para su corrección, conforme a las razones expuestas en la parte 

motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: De conformidad con lo establecido en el artículo 3 del Decreto 806 de 

2020, se advierte que la corrección de la demanda, así como cualquier memorial 

que se pretenda incorporar al proceso, se debe enviar al correo electrónico de este 

despacho judicial adm06cuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 
Jueza 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 
 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 
 

CÚCUTA, 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 
 
 

________________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
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 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2020-00035-00 

DEMANDANTE: NERY DEL CARMEN CARRASCAL 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

1. ASUNTO A TRATAR 
 

Visto el informe secretarial que precede, se estaría en la oportunidad procesal de 

fijar fecha y hora para llevar a cabo la audiencia inicial consagrada en el artículo 

180 del CPACA. Sin embargo, atendiendo las previsiones establecidas en el 

artículo 182A del CPACA adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, y 

por configurarse en el presente caso, por lo menos tres situaciones que permiten 

dictar sentencia anticipada, esto es, las contempladas en el numeral 1 literales a, b 

y c), de la misma normativa, procede el Despacho a dar trámite al presente 

asunto, como de sentencia anticipada.  

 

Así mismo, atendiendo las previsiones establecidas en el parágrafo primero ibidem 

se procede a fijar el litigio en los siguientes términos: 

 

1.1 FIJACIÓN DEL LITIGIO: 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 27 de junio de 2019 frente a la petición presentada el día 26 

de marzo de 2019, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR MORA 

(…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) 

día de su salario por cada día de retardo, contados desde los sesenta y cinco (65) 

días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 

demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 

 

Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 

5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 



Página 2 de 6 
54-001-33-33-009-2020-00035-00 

Auto interlocutorio 

 
 

   

Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 

 

En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 

de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 
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Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Asimismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con cargo 

a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, refiere la 

apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad que 

representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la eventual 

condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que emita el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el parágrafo 

transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la propia 

disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a diciembre 

de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de títulos de 

tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 26 de marzo de 

2019 y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 

parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 
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2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Cúcuta: a) A efectos de que certifique en qué fecha 

remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su aprobación. 

b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué fecha remitió a 

la Fiduprevisora la Resolución No. 0713 del 8 de septiembre de 2018, para el pago de 

las cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es el desprendible de pago expedido 

por la entidad BBVA o la certificación emitida por la entidad Fiduprevisora 

S.A., y contra las cuales, no se presentó formulación de tacha o inquietud 

alguna. 
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➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 

descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 

 

2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 182ª modificado por el artículo 42 de la 

Ley 2080 de 20211, se procede a correr traslado a las partes, y al ministerio 

público, para alegar en conclusión por escrito, para lo cual se concede el término 

de 10 días contados a partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en 

los numerales 1 al 3 del presente auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 
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R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 



 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 1c3a02c1d5eefc917d256098cd102e9df494715ca2f02b1b9da615ecf5395324

Documento generado en 24/05/2021 12:34:16 PM



 

 
 
 
 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2020-00036-00 

DEMANDANTE: ROSA ELIANA PIMIENTO ESCALANTE 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

Visto el informe secretarial que precede, se estaría en la oportunidad procesal de 

fijar fecha y hora para llevar a cabo la audiencia inicial consagrada en el artículo 

180 del CPACA. Sin embargo, atendiendo las previsiones establecidas en el 

artículo 182A del CPACA adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, y 

por configurarse en el presente caso, por lo menos tres situaciones que permiten 

dictar sentencia anticipada, esto es, las contempladas en el numeral 1 literales a, b 

y c), de la misma normativa, procede el Despacho a dar trámite al presente 

asunto, como de sentencia anticipada.  

 

Así mismo, atendiendo las previsiones establecidas en el parágrafo primero ibidem 

se procede a fijar el litigio en los siguientes términos: 

 

1.1. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 27 de junio de 2019 frente a la petición presentada el día 26 

de marzo de 2019, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR MORA 

(…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) 

día de su salario por cada día de retardo, contados desde los sesenta y cinco (65) 

días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 

demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 

 

Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 

5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 
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Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 

 

En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 

de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 
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Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Asimismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con cargo 

a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, refiere la 

apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad que 

representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la eventual 

condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que emita el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el parágrafo 

transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la propia 

disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a diciembre 

de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de títulos de 

tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 26 de marzo de 

2019 y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 

parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 
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2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Cúcuta: a) A efectos de que certifique en qué fecha 

remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su aprobación. 

b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué fecha remitió a 

la Fiduprevisora la resolución No. 0823 del 12 de octubre de 2018, para el pago de las 

cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es el desprendible de pago expedido 

por la entidad BBVA o la certificación emitida por la entidad Fiduprevisora 

S.A., y contra las cuales, no se presentó formulación de tacha o inquietud 

alguna. 
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➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 

descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 

 

2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

 

 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 
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R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 

Firmado Por:

 



 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZ CIRCUITO

JUZGADO 6 ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: d827eee79843d1086c043c74a9200fcb9c9baedbae2d400b29ae950537c667a5
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, Mayo veinticuatro (24) de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2020-00039-00 

DEMANDANTE: CARLOS JULIO QUINTERO GÓMEZ Y OTROS 

DEMANDADO: 

INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD – 
MEDIMAS EPS – HOSPITAL ERASMO MEOZ – UCI 
DUMIAL MEDICAL – HUEM. HOSPITAL REGIONAL 
DEL NORTE. 

MEDIO DE 
CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

 

 
En el estudio de admisibilidad de la demanda, advierte el despacho que se debe 

ordenar la corrección de la misma, conforme a las siguientes precisiones: 

 

1.- Conforme a lo establecido en el artículo 161 numeral 1 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 

artículo 34 de la Ley 2080 de 2021, cuando los asuntos sean conciliables el 

trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de 

toda demanda que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 

restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales.  

 
En el sub lite, pese a que se allega como anexo de la demanda la constancia de 

conciliación extrajudicial, la página 2 de dicha conciliación no fue impresa en su 

totalidad, lo que le impide al despacho tener claridad sobre la asistencia de las 

demás convocadas a la audiencia de conciliación. Razón por la cual deberá 

aportarse copia idónea donde se pueda leer el texto de manera completa.  

 

2.- Pese a que se anuncia como anexo de la demanda los poderes para actuar, se 

echa de menos el otorgado por la señora MIRIAM QUINTERO GÓMEZ, quien 

figura como demandante pero cuyo poder no se encuentra anexo con la demanda.  

 

3.- Atendiendo las previsiones establecidas en el artículo 166 numeral 3 del 

CPACA., a la demanda deberá acompañarse el documento idóneo que acredite el 

carácter con el que el actor se presenta al proceso, cuando tenga la 

representación de otra persona, o cuando el derecho que reclama proviene de 

haberlo trasmitido a cualquier título. Lo anterior, por cuanto si bien los 

demandantes dicen actuar en condición de hijos de la señora MARIA EDILIA 

GÓMEZ DE QUINTERO, no se anexan los registros civiles idóneos, que acrediten 

esa condición, pese a que se relacionan como anexos a la demanda  

 

4.- De conformidad con lo establecido en el artículo 162 numeral 8 adicionado por 

la Ley 2080 de 2021, el demandante al presentar la subsanación de la demanda 

que aquí se dispone, deberá enviar por correo electrónico copia de ella y de sus 

anexos a los demandados, a través del canal digital de la entidad demandada, o 

en caso de desconocerse el mismo, con el envío físico de los mismos.  
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4.- Así mismo se advierte que atendiendo las previsiones del artículo 3 del Decreto 

806 de 2020, la corrección de la demanda, así como cualquier memorial que se 

pretenda incorporar al proceso, se debe enviar al correo electrónico de éste 

despacho judicial adm06cuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Finalmente y atendiendo las previsiones establecidas en el artículo 170 del 

C.P.A.C.A. se inadmitirá la demanda por los defectos aquí referidos, advirtiéndose 

que se otorga al actor el término de diez (10) días para que los corrija so pena de 

rechazo de la demanda. 

 
En razón de lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral de Cúcuta,  

                                                  

                                                

R E S U E L V E: 

 
PRIMERO: INADMÍTASE la demanda repartida ante este despacho judicial por el 

medio de control de reparación directa, promovida por el señor CARLOS JULIO 

QUINTERO GÓMEZ y otros, por las razones expuestas en la parte motiva de la 

presente providencia. 

 
SEGUNDO: CONCÉDASE el término de diez (10) días para su corrección, so 

pena de proceder al rechazo de la misma. 

 

TERCERO: Reconózcase personería a la abogada NOHORA ESPERANZA 

PORTILLA FLÓREZ, en los términos y para los efectos de los memoriales poder a 

él conferidos. 

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 
Jueza. 

 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 
En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 
CÚCUTA, 25 de Mayo de 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 
 

______________________________ 
ELIANA BELEN GALVAN SANDOVAL 

Secretaria 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

   

 EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2020-00045-00 

DEMANDANTE: ANA DOLORES MIRANDA GARCIA 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

Visto el informe secretarial que precede, se estaría en la oportunidad procesal de 

fijar fecha y hora para llevar a cabo la audiencia inicial consagrada en el artículo 

180 del CPACA. Sin embargo, atendiendo las previsiones establecidas en el 

artículo 182A del CPACA adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, y 

por configurarse en el presente caso, por lo menos tres situaciones que permiten 

dictar sentencia anticipada, esto es, las contempladas en el numeral 1 literales a, b 

y c), de la misma normativa, procede el Despacho a dar trámite al presente 

asunto, como de sentencia anticipada.  

 

Así mismo, atendiendo las previsiones establecidas en el parágrafo primero ibidem 

se procede a fijar el litigio en los siguientes términos: 

 

1.1. Fijación del litigio. 

 

La pretensión en torno a la cual gira la controversia bajo estudio, se centra en la 

solicitud de declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

“configurado el día 30 de julio de 2019 frente a la petición presentada el día 29 

de abril de 2019, en cuanto negó el derecho a pagar la SANCIÓN POR MORA 

(…) establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) 

día de su salario por cada día de retardo, contados desde los sesenta y cinco (65) 

días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 

demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma”. 

 

Por su parte la Nación — Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio se opone a la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda, aduciendo las excepciones de mérito de i) El 

término señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG y la 

FIDUPREVISORA es menor al que señala la parte demandada ii) ausencia del 

deber de pagar sanciones por parte de la entidad fiduciaria iii) prescripción iv) 

improcedencia de la indexación v) improcedencia de condena en costas vi) 

condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito 

público y la vii) excepción de genérica. 

 

En el primero de estos medios exceptivos, se señala que la secretaría de 

educación territorial se “ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2, 3, 4 y 
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5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005 que reglamentó el artículo 56 de la 

Ley 962 de 2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación 

por parte del ente pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia 

SU 00580 de18 de julio de 2018 señaló que dicha normatividad tiene una 

contradicción frente a los términos enmarcados en ley 1071 de 2006 debiéndose 

aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto reglamentario”. 

 

Luego, afirma que con ocasión a lo establecido en la Ley 1071 de 2006, el “acto 

administrativo debió expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha 

de solicitud de las cesantías, para después de quedar ejecutoriado el ente 

pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes ponga los recursos a 

disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 2831 de 

2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son 

contradictorios, teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley 

por encima de los reglamentos”. 

 

Por lo expuesto, señala existió un “retardo por parte del ente territorial en expedir 

el acto administrativo al no haber sido proferido dentro del término de los quince 

(15) días posteriores a la radicación de la solicitud”, observándose que “el acto de 

reconocimiento de las cesantías fue proferido de forma extemporánea, pues como 

la solicitud de cesantías se realizó en vigencia del CPACA el término para el pago 

era de 70 días hábiles, y conforme a la regla establecida en la sentencia de 

unificación dicho término se cuenta a partir de la petición así: 15 días para proferir 

el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías, 10 días de ejecutoria y 

45 días para el pago de las cesantías”. 

 

Respecto a la excepción de ausencia del deber de pagar sanciones por parte 

de la entidad fiduciaria, se indica por la apoderada, luego de citar la Ley 91 de 

1989, artículo 1226 y 1232 del Código de Comercio, el Decreto 1272 de 2018, que 

“desglosado, y vistos los elementos relacionados con el contrato de fiducia, la 

finalidad del FOMAG, las obligaciones especiales de la fiduciaria, la naturaleza y 

finalidades de la sanción, así como el hecho de determinar quién es el causante 

del acaecimiento de la mora, es preciso advertir que no es la Fiduprevisora “CON 

CARGO A LOS RECURSOS DEL FOMAG”, la llamada a soportar la carga o el 

castigo de una mora que esta no generó y que peor aún, no tiene la posibilidad 

real de evitar”. 

 

En cuanto a la excepción de prescripción, señala que “si bien el reconocimiento 

de la sanción moratoria está vinculada a las cesantías que se le debe pagar al 

empleado público, dichos derechos no dependen el uno del otro, sino que se 

causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer que la 

sanción moratoria no tiene prescripción alguna por derivarse del pago 

prestacional de las cesantías”. De lo anterior, solicita “se le dé aplicación a lo 

establecido en el artículo 151 del Código de procedimiento laboral, establece el 

término de prescripción para la sanción moratoria”. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a la excepción de improcedencia de la 

indexación, resalta que en “este estadio no hace falta hacer mayor disertación 

sobre el tema debido a que lo relativo a la indemnización por mora no es objeto 
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de indexación, situación que ha sido suficientemente decantada al momento, el 

Consejo de Estado, en Sala Plena de la Sección Segunda, acogió la posición de 

la Corte Constitucional mediante una sentencia de unificación” donde se indicó 

que la sanción por mora es una penalidad “que busca el pago oportuno de las 

cesantías, pero no compensa al trabajador ni lo indemniza”. 

 

Así mismo, en lo relativo al medio exceptivo enunciado como “condena con 

cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, 

refiere la apoderada de este extremo que en caso de ser condenada la entidad 

que representa “se sirva indicar en la sentencia que ponga fin al litigio, que la 

eventual condena deberá ser pagada con cargo a los Títulos de Tesorería que 

emita el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con el 

parágrafo transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019”, ello, dado que la 

propia disposición citada señala que aquellas sanciones por mora causadas a 

diciembre de 2019 y cargo del FOMAG, serán pagadas mediante la emisión de 

títulos de tesorería, normatividad que entró en vigencia a partir de su publicación. 

 

Por último, señala, por una parte, que no hay lugar a condena en costas alguna, 

dado que no se encuentra demostrado de manera objetiva su causación dentro 

del expediente, y por otra parte, que en caso de encontrarse probada cualquier 

otra excepción dentro del trámite del asunto, proceda a su declaración de manera 

oficiosa. 

 

Debe precisar el Despacho que estas excepciones de mérito se citan para efectos 

de determinar la fijación del litigio, pero que procesalmente se resolverán dentro 

de la sentencia que resuelva de fondo el asunto planteado. 

 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, considera el Despacho que en el asunto 

bajo estudio el problema jurídico a resolver consiste en establecer: 

 

➢ Si hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, 

constituido con ocasión a la petición presentada el 29 de abril de 2019 y 

mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción por 

mora al docente demandante, en razón de que las entidades 

demandadas excedieron el término concedido en el artículo 5° de la Ley 

1071 de 2006 para reconocer y realizar el pago de las cesantías 

parciales, o si por el contrario, deberá declararse probado alguno de los 

medios exceptivos propuesto por el extremo demandado. 

 

2.2.3. De las pruebas. 

 

2.2.3.1. En relación con las pruebas aportadas con la demanda y la 

contestación a la misma. 

 

Se tendrán como pruebas los documentos aportados tanto por la parte 

demandante con la demanda, así como los aportados por la entidad demandada 

con la contestación a la demanda, y los cuales reposan en el expediente digital 

del Despacho, a los cuales se les dará el valor probatorio que por Ley les 

corresponda. 
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2.2.3.2. En relación con las solicitudes probatorias. 

 

Se solicitó por la parte demandada, se decretaran de oficio las siguientes 

pruebas: 

 
1. a Secretaría de Educación de Cúcuta: a) A efectos de que certifique en qué fecha 

remitió a la Fiduprevisora el proyecto de reconocimiento de cesantías para su aprobación. 

b) En qué fecha devolvió la Fiduprevisora el proyecto aprobado. c) En qué fecha remitió a 

la Fiduprevisora la resolución No. 1169 del 27 de diciembre de 2018, para el pago de las 

cesantías. 

 

2. Oficiar a la entidad financiera a la cual fueron girados los recursos y/o a Fiduprevisora 

S.A., con la finalidad de que certifiquen la fecha exacta en que fueron puestos a 

disposición los dineros correspondientes a las cesantías, respecto de la cuales alega 

mora en su pago y se pretende el eventual reconocimiento de la sanción. 

 

3. Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 

realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías definitivas que sirve 

como fundamento de las pretensiones. 

 

4. Solicito se sirva oficiar a la entidad territorial que profirió el acto administrativo 

demandado, en este caso, a la Secretaría de Educación donde se radicó la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para que se allegue el expediente 

administrativo del docente accionante, en donde se incluya la certificación de salarios de 

cada uno de los docentes para la fecha en que presuntamente se generó la sanción 

moratoria”. 

 

Respecto a las pruebas solicitadas, considera el Despacho que las mismas son 

inconducentes, impertinentes e inútiles dadas las siguientes consideraciones: 

 

➢ En cuanto a la primera y cuarta solicitud probatoria, entiende el Despacho, 

que la obtención de dichos documentos no es imprescindible ni necesaria 

para desatar la controversia objeto de estudio, pues los mismos no son 

idóneos para acreditar las circunstancias fácticas y jurídicas necesarias a 

efectos de dictar sentencia de fondo, como son: la fecha en que se solicitó 

el reconocimiento y pago de las cesantías parciales, el acto administrativo 

que así las reconoció, su constancia de notificación, la solicitud de 

reconocimiento y pago de la sanción por mora, el acto administrativo 

mediante el cual se atendió este requerimiento, con su debida constancia 

de notificación, y constancia o desprendible bancario que permita verificar 

la fecha en que se consignó el monto de las cesantías a favor del docente 

demandante. 

 

➢ En cuanto a lo solicitado en el numeral 2, considera el Despacho que ya 

reposa en el plenario medio probatorio idóneo que acredita lo pretendido 

con el decreto de esta prueba, como es la certificación emitida por la 

entidad Fiduprevisora S.A., y contra las cuales, no se presentó formulación 

de tacha o inquietud alguna. 

 

➢ Respecto a la tercera solicitud probatoria, precisa el Despacho que, 

conforme a lo manifestado por la parte demandante, al momento de 
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descorrer el traslado de las excepciones, resulta infructuoso realizar 

cualquier decreto probatorio en este sentido, ya que al momento de la 

presentación del mismo indica no haber recibido pago alguno por este 

concepto. Además, se considera que en dado caso de existir acto 

administrativo y/o pago alguno por este concepto, debió allegarse el mismo 

por el extremo demandado, pues en los términos del artículo 167 del 

Código General del Proceso, constituye una evidente obligación y carga de 

la prueba para dicho extremo. 

 

➢ Aunado a lo expuesto, considera el Despacho importante precisar que 

como se indica por el propio artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el “juez o 

magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 

173 del Código General del Proceso (…)” (Negrilla y subrayas fuera del 

texto). En ese sentido, y en virtud a lo establecido en el inciso segundo del 

artículo 167 del Código General del Proceso, resulta evidente la situación 

favorable en la que se encuentra el ente demandado para obtener los 

documentos que pretende se decreten en esta sede jurisdiccional, ya sea 

mediante derecho de petición e inclusive, a través de gestiones 

administrativas internas, por lo que conforme a lo establecido en el inciso 

segundo del artículo 173 del estatuto procesal citado, se deberán negar 

estos medios probatorios solicitados. 

 

Por todo lo expuesto, el Despacho negará el decreto de las pruebas solicitadas 

por la parte demandada. 

 

2.3.3.3. Pruebas de oficio. 

 

El Despacho no considera necesario decretar de oficio ninguna prueba, ya que en 

el expediente reposan todos los elementos necesarios y suficientes para proferir 

sentencia de fondo que resuelva el caso objeto de estudio. 

 

2.4. Traslado para alegar. 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se procede a 

correr traslado a las partes, y al ministerio público, para alegar en conclusión por 

escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a partir del día 

siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 del presente 

auto. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral 

de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DAR APLICACIÓN al trámite del presente asunto de lo establecido en 

el numeral 1 del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 en lo que a la sentencia 

 
1 “Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de este 
código y la sentencia se expedirá por escrito” 
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anticipada se refiere, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas los documentos referidos en el acápite 

2.2.3.1. de la presente providencia. 

 

TERCERO: NIÉGUENSE las solicitudes probatorias realizadas por la parte 

demandada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia en cuanto a sus numerales 1 al 3, 

CÓRRASE TRASLADO a las partes, y al ministerio público, para alegar en 

conclusión por escrito, para lo cual se concede el término de 10 días contados a 

partir del día siguiente a la ejecutoria de lo contemplado en los numerales 1 al 3 

del presente auto. 

 

QUINTO: EN FIRME el presente Auto, una vez vencido el término dado en el 

numeral cuarto de la presente providencia, por la secretaria del Juzgado ingresar 

el proceso al Despacho para dictar sentencia. 

 

SEXTO: RECONÓZCASE personería para actuar a la abogada LINA PAOLA 

REYES HERNANDEZ como apoderada de la parte demandada en los términos y 

para los efectos del poder que reposa en el expediente. 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 

JUEZA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 

En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 

CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 

________________________________ 

ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CÚCUTA  
San José de Cúcuta, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-006-2021-00098-00 

DEMANDANTE: GIOVANNY RIVEROS RUIZ Y OTROS 

DEMANDADO: 
MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA – SECRETARÍA DE 
PLANEACIÓN MUNICIPAL – AGUAS KPITAL S.A. E.S.P. – 
CURADURÍA URBANA 

MEDIO DE CONTROL: PROTECCIÓN DE DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS 

 

Una vez revisado el escrito de la demanda y sus anexos, el Despacho considera 

que la misma no cumple con los requisitos formales señalados en la Ley 472 de 

1998, la Ley 1564 de 2012 y la Ley 1437 de 2011, atendiendo las siguientes 

consideraciones al respecto: 

 

➢ En el inciso tercero del artículo 144 de la Ley 1437 de 2011, se estableció por 

el legislador, el siguiente requisito de procedibilidad, a efectos de acudir a la 

jurisdicción contenciosa administrativa invocando la protección de derechos e 

intereses colectivos, mediante una acción popular, así: “Antes de presentar la 

demanda para la protección de los derechos e intereses colectivos, el 

demandante debe solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de 

funciones administrativas que adopte las medidas necesarias de 

protección del derecho o interés colectivo amenazado o violado. Si la 

autoridad no atiende dicha reclamación dentro de los quince (15) días 

siguientes a la presentación de la solicitud o se niega a ello, podrá acudirse 

ante el juez. Excepcionalmente, se podrá prescindir de este requisito, 

cuando exista inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra 

de los derechos e intereses colectivos, situación que deberá sustentarse en 

la demanda”. 

 

En en escrito de la demanda, encuentra el Despacho que los demandantes 

aducen haber peticionado a la alcaldía de San José de Cúcuta en diversas 

ocasiones a efectos de que “realice visitas e informes técnicos que permitan 

solucionar de fondo este problema que aqueja a la comunidad, solicitándole 

entre otras medidas que se renueve el sistema de recolección de aguas 

lluvias del sector para que no se presenten riesgos inminentes de desastres 

que puedan afectar a la comunidad habitantes de este territorio. (…) A la 

fecha las respuestas por parte de la administración han sido superficiales y 

no resuelven de fondo las necesidades presentadas en esta comunidad y 

mucho menos se han tomado las medidas y acciones para mitigar los riesgos 

suscitados por el desbordamiento de las aguas lluvias en las calles 

mencionadas del barrio Santander del municipio de Cúcuta”. 

 

No obstante, al revisar los documentos anexos al escrito de la demanda, el 

Despacho echa de menos tales solicitudes. Aunado a lo anterior, tampoco 

evidencia el Despacho que se advierta en la demanda, razón o argumento 



Página 2 de 2 
Radicado: 54-001-33-33-006-2021-00098-00 

Auto inadmite demanda 

 

 

alguno, para no haber agotado el mencionado requisito de procedibilidad y 

que el mismo tenga la suficiente entidad para tal efecto.  

 

Así las cosas, se INADMITIRÁ la demanda y se ORDENARÁ LA CORRECCIÓN 

de la misma por los yerros advertidos, para lo cual se le concede un término de 3 

días, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, so 

pena de rechazo de la demanda. 

 

Conforme a lo expuesto, la Juez Sexto Administrativo Oral de Cúcuta, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: INADMÍTASE la presente demanda por las razones aducidas en la 

parte motiva del presente Auto, en consecuencia y atendiendo las previsiones del 

artículo 20 de la Ley 472 de 1998 CONCÉDASE un término de 3 días a la parte 

demandante a efectos de que subsane la demanda so pena de ser rechazada. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

CARMEN MARLENY VILLAMIZAR PORTILLA 
Jueza 

 
 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CUCUTA 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO Nº _ 

 
En la fecha se notificó por estado el auto anterior. 

 
CÚCUTA 25 DE MAYO DE 2021 FIJADO A LAS 8 A.M. 

 
 

________________________________ 
ELIANA BELÉN GALVÁN SANDOVAL 

Secretaria 
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